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3.1. Nombramiento del árbitro 
El compromissum contiene básicamente una serie de elementos fundamenta-
les, el principal de los cuales es el nombramiento del árbitro; otro era la determina-
ción del objeto del mismo y, por último, y aunque no era imprescindible, debía 
constar el tiempo y el lugar del arbitraje. 
En primer lugar es importante señalar las causas que se aducen en orden a 
determinar la incapacidad para ejercer como arbiter. La primera de ellas es que la 
condición de esclavo imposibilita a una persona para ello, tal como se lee en el 
siguiente pasaje de Ulpiano. 
Pedius libro nono et Pomponius libro trigésimo tertio scribunt, 
parvi referre, ingenuos quis, an libertinos sit, integrae famae quis sit 
arbiter, an ignominiosos. In servum Labeo compromitti non posse 
libro undecimo scribit et est verum (149). 
Sin embargo, el propio Ulpiano precisa más adelante que si el compromiso se 
contrajera a favor de un esclavo, y una vez hecho libre hubiera pronunciado la sen-
tencia, ésta es válida (si lo hubiera hecho siendo ya libre) consentientibus partibus 
(150). Se supone, pues, que una estipulación que inicialmente no tenía validez que-
da convalidada al desaparecer la causa de la misma; tal como piensa Talamanca 
(151), habría que hablar más bien de una convalidación de la conventio que es pre-
via a la estipulación (152). 
Otro supuesto de incapacidad se refiere a personas como el pupilo, el loco, el 
sordo o el mudo. Ulpiano recoge el testimonio de Pomponio diciendo: 
Sed neque in pupillum, neque in furiosum, aut surdum, aut mutum 
compromittetur, ut Pomponius libro trigésimo tertio scribit (153). 
A propósito del menor de veinte años, se conserva en el Digesto un fragmento 
de Calístrato en el que se dice que la lex Iulia había establecido que no fuera obli-
gado a juzgar, por lo que se concluía lo siguiente: 
ideoque poena ex sententia eius nullo modo committitur (154). 
Pero inmediatamente se añade que fueron muchos los que dijeron que por esta 
causa se ha de auxiliar al mayor de veinte años, si fuera menor de veinticinco, cuan-
do temerariamente hubiera aceptado el conocimiento del asunto. Las palabras tex-
tuales que se usan son éstas: 
Maiori tamen viginti annis, si minor viginti quinque annis sit, ex 
hac causa sucurrendum, si temere auditorium receperit, multi dixerunt 
(155). 
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El cargo que se ocupa es otra de las causas que puede imposibilitar la función 
arbitral. Expllcitamente afirma Ulpiano que si uno fuera juez le está prohibido por 
la Iex Iulia que admita la facultad arbitral sobre el negocio de que es juez, o que 
mande que se contraiga el compromiso a su favor. En caso de que hubiera pronun-
ciado sentencia no se ha de conceder la persecución de la pena: 
Si quis iudex sit, arbitrium recipere eius rei, de qua iudex est, inve 
se compromitti iubere prohibetur lege Iulia, et, si sententiam dixerit, 
non est danda poenae persecutio (156). 
Hay que hacer también referencia a algunos textos relativos a los magistrados 
en los que aparecen particularidades dignas de relieve. Refiriéndose explícitamente 
a las personas de los árbitros, Ulpiano afirma que el pretor obligará al árbitro, de 
cualquier dignidad, aunque sea Consular, a desempeñar el cargo que hubiera acepta-
do, a no ser quizá que estuviera colocado en alguna Magistratura o potestad (nisi 
forte sit in aliquo Magistratu positus vel potestate), siendo acaso cónsul o pretor, 
porque sobre éste no tiene poder (quoniam in hoc imperium non habet). El alcan-
ce de esta afirmación debe matizarse teniendo presente lo que inmediatamente se 
afirma en un pasaje de Paulo: 
Nam magistratus superiore aut pari imperio nullo modo possunt 
cogi; nec interest, ante, an ipso Magistratu arbitrium susceperint; infe-
riores possunt cogi (157). 
Volviendo a las causas de incapacidad, hay que hacer referencia a la condición 
de la mujer, a causa de su inferioridad y otras razones que apuntan los juristas en las 
diferentes épocas de la Historia romana. Piénsese, por ejemplo, en la animi levitas 
a que alude Gayo (158) o a la infirmitas sexos de Ulpiano (159). Este mismo juris-
ta añade una razón relacionada directamente con la incapacidad de la mujer para 
actuar como juez, a saber, propter forensiam ignorantiam (160). Más explícita-
mente Paulo llegará a afirmar lo siguiente: 
Non autem omnes iudices dari possunt ab is qui iudicis dandi ius 
habent: quidam enim Iege impediuntur ne iudices sint, quidam natura, 
quidam moribns. Natura, ut surdus mutus: et perpetuo furiosos et 
impudes, quia iudicio carent ... Moribus feminae et servi, non quia non 
habent iudicium, sed quia receptum est, ut civilibus officiis non fun-
gantur (161). 
En una conocida constitución de Justiniano, que constituye un punto obligado 
de referencia al explicar la incapacidad de la mujer, se establece de forma clara lo 
siguiente: 
Sandmus molieres suae pudicitiae memores et operum, quae eis 
natura ;>ermisit et a quibus eas iussit abstinere, licet summae atque 
optimae opinionis constitutae arbitrium in se susceperint vel, si fuerint 
patronae, ínter libertos suam interposuerint audientiam, ab omni iudi-
ciali agmine separari, ut ex earum elcctione nulla poena, nulla pacti 
exceptio adversos iustos eorum conventores habeatur (162). 
Aparte de los supuestos de incapacidad, las fuentes aluden a algunas cualidades 
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de tipo moral que pueden condicionar la actividad y decisión última del árbitro. He 
aquí como Ulpiano alude a esta idea en dos pasajes de sus Comentarios al Edicto: 
Pedios libro nono et Pomponios libro trigesimo tertio scribont par-
vi referre, ingenuos quis an libertinos sit, integrae famae quis sit arbi-
ter an ignominiosos. In servum Labeo compromitti non posse libro 
ondecimo scribit: et est verum (163). Sunt et alii, qoi non coguntur sen-
tentiam dicere, ut puta si sordes aot torpitudo arbitri manifesta sit 
(164). 
Mientras algunos romanistas (165) entienden que en los textos se alude a una 
recusación que formulan las partes, otros, como Talamanca (166), piensan que 
Ulpiano, en el primero de los pasajes citados, se refiere a los presupuestos de admi-
sibilidad de la coacción pretoria. La causa de exclusión de la coercitio invalida el 
compromissom. El propio Talamanca aduce, para confirmar su punto de vista e 
interpretar los textos a que hemos hecho referencia, una constitución de los empera-
dores Diocleciano y Maximiano. Dirigiéndose a Petronio le dicen, en síntesis, que 
no sometiéndose a las sentencias de los árbitros nombrados en el compromiso, si 
medió venalidad o evidente favor de los que fueron árbitros, podrá usar de la excep-
ción de dolo malo (exceptione doli mali uti poterit) contra su hija que haya ejerci-
tado la acción de lo estipulado (agentem ex stipulatu). Y añade que tampoco se le 
prohibirá demandar a su hija en virtud de la cláusula de dolo que suele agregarse a 
la estipulación del compromiso. He aquí las palabras textuales de los emperadores: 
Arbitrorum ex compromisso sententiare non obtemperans, si sor-
des vel evidens gratia eorum, qui arbitrati sunt, intercessit, adversum 
filiam suam agentem ex stipulatu exceptione doli mali uti poteris. Sed 
et ex doli clausula, quae compromissi stipulationi sobiici solet, filiam 
tuam convenire non vetaberis (167). 
Este planteamiento es básicamente coincidente con el de Paulo, tal como se 
manifiesta en otro pasaje del Digesto que recoge sus Comentarios al Edicto. Según 
él, cuando uno de los árbitros hubiera aparecido siendo manifiestamente enemigo 
por otras causas, y reconvenido con las pruebas para que no pronunciase sentencia 
hubiera perseverado en su decisión de pronunciarla, sin que nadie le apremiara, el 
emperador Antonino proveyó al libelo de uno que se querelló de eso, que podía usar 
de la excepción de dolo malo ( ... posse eum uti doli mali exceptione). El mismo 
emperador, habiendo sido consultado por un juez, ante quien se pedía la pena, res-
pondió por rescripto que, aunque no puede apelarse, deberá obstar en la petición de 
la pena la doli mali exceptio. Así pues, por medio de esta excepción hay cierta 
especie de apelación (qoaedam appelandi species est), en cuanto que es lícito 
revocar la sentencia del árbitro. He aquí las palabras literales con las que se expresa 
Paulo: 
Quum quidam arbiter ex aliis causis inimicus manifeste apparuis-
set, testationibus etiam conventos, ne sententiam diceret, nihilominus 
nullo cogente dicere perseverasset, libello cuiusdam id querentis 
Imperator Antoninos subscripsit, posse eum uti doli mali exceptione. 
Et idem, quam a iudice consuleretur, apud quem poena petebatur, res-
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cripsit, etiam si apellari non potest, doli mali exceptionem in poena 
petitione obstaturam. Per hanc ergo exceptionem quaedam appellandi 
species est, quum liceat retractare de sententia arbitri (168). 
Finalmente, hay que tener presente entre las causas de excusa en el arbitraje, 
otras que señala Ulpiano y que son fundamentalmente éstas: a) difamación del árbi-
tro por parte de los litigantes; b) el hecho de que hubieran sobrevenido inimicitiae 
capitales inter eum et litigatores; e) el supuesto de la enfermedad, o la necesidad 
de ocuparse en negocios propios, o exigencias de algún cargo de la República, que 
le dispensaban de su cometido (169). 
A propósito de la enfermedad, citada por Ulpiano como un motivo de excusa 
(excusationem recipere), hay que observar que Paulo veía únicamente en ella una 
causa para su aplazamiento: 
Et si qua alia incommoditas ei post arbitrium susceptum incidat. 
Sed in causa valetudinis similibusve causa cognita diferre cogitur (170). 
Probablemente la diferencia de opiniones entre los juristas se debe al hecho de 
que con el término mor bus se indicaba únicamente un tipo de enfermedad pasajera, 
lo que justificaría el aplazamiento, mientras que con el término valetudo se aludía a 
un estado de mala salud que se suponía duradero y que justificaba la excusa. 
Aparte del análisis de los supuestos de incapacidad para desempeñar el cargo de 
ábitro, hay que hacer también referencia al hecho de que debía determinarse clara-
mente la persona que era elegida como tal: 
In compromissis arbitrium personae insertum personam non egredi-
tur (171). 
Los textos de las fuentes parecen favorecer la opinión de quienes, como 
Matthiass, entienden que pueden distinguirse diversos supuestos en la determina-
ción del árbitro. En unos casos, su elección correría a cargo de un tercero (arbi-
trium boni viri); en otros, deciden que una de las partes elegirá al árbitro, o bien lo 
harán las dos; finalmente, ambas partes declaran que el árbitro será aquella persona 
que de común acuerdo decidan posteriormente (172). 
Hay que observar que cuando se habla de la determinación del árbitro no nece-
sariamente se hace referencia sólo a una persona, ya que, como explícitamente seña-
la Ulpiano, pueden ser varios los que aceptaron el arbitraje (si piures sunt, qui 
arbitrium receperunt). En este caso, añade el jurista, ninguno de ellos deberá ser 
obligado a pronunciar sentencia por sí mismo, sino que la obligación incumbe a 
todos (nemo unus cogendus erit sententiam dicere, sed aut orones, aut nullus) 
(173). 
A modo de ilustración de esta forma de proceder, es significativo, por ejemplo, 
el supuesto a que se alude en un pasaje de Ulpiano a propósito de un compromiso 
contraído alternativamente en favor de dos personas: 
Sed si ita sit compromissum, arbitratu Titii, aut Seii fieri, 
Pomponius scribit, et nos putamus compromissum valere; sed is erit 
cogendus sententiam dicere, in quem litigatores consenserint (174). 
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Un fragmento de Pomponio plantea el supuesto de pluralidad de árbitros cuan-
do la sentencia ha de dictarse por acuerdo entre todos ellos. Según él, así como 
nombrados tres jueces, no es válido lo que de común acuerdo juzgaron dos estando 
ausente el tercero, porque sólo es válido lo que juzgue la mayoría de todos, cuando 
es evidente que todos juzgaron: 
Sicuti tribus iudicibus datis quod duo ex consenso absente tertio 
iudicaverunt, nihil valet, quia id demum, quod maior pars omnium 
iudicavit, ratum est, quam et omnes iudicasse palam est (175). 
En el caso de que fueran únicamente dos los árbitros elegidos, el problema que 
se planteaba a la hora de dictar sentencia era evidente cuando existía desacuerdo 
entre ellos, ya que no existía una opinión mayoritaria entre ellos. De ahí que en los 
fragmentos de los juristas se encuentren diferentes supuestos que deben ser exami-
nados. Un texto de Ulpiano dice que si se hubiera contraído compromiso a favor de 
dos de forma que, si disintieran, elijan a un tercero, tal compromiso no vale (puto 
talem compromissum non valere), puesto que al elegirlo pueden disentir. Pero si 
el tercer ábitro fue fijado desde el principio el compromiso es válido, puesto que no 
pueden disentir en la elección (176). 
Sin embargo, el propio Ulpiano, en otro pasaje, sienta una doctrina que parece 
contradecir al planteamiento anterior. El pasaje en cuestión es: 
Principaliter tamen quaeramus, si in duos arbitros sit compromis-
sum, an cogere eos Praetor debeat sententiam dicere, quia res fere sine 
exitu futura est propter naturalem hominum ad dissentiendum facilita-
tem. In impari enim numero idcirco compromissum admittitur, non 
quoniam consentire omnes facile est, sed quia etsi dissentiant, invenitur 
pars maior, cuius arbitrio stabitur. Sed usitatum est etiam in duos 
compromitti, et debet Praetor cogere arbitros, si non consentiant, ter-
tiam certam eligere personam, cuius auctoritati pareatur (177). 
En efecto, los romanistas difieren a la hora de interpretar la posición mantenida 
por Ulpiano en el pasaje anterior y en éste. En unos casos se piensa que el segundo 
es una paráfrasis del anterior, de modo que no se haría referencia a dos supuestos 
distintos, como opinan otros. La diferencia estaría en que D. 4, 8, 17, 5 ofrece unas 
soluciones que tienen su origen en la voluntad de las partes, habiendo previsto los 
problemas que podrían plantearse en caso de desacuerdo, mientras que en D. 4, 8, 
17, 6 no está prevista la posibilidad de desacuerdo, por lo que el Pretor deberá elegir 
la persona que dicte la sentencia definitiva. Esta persona, que decide el conflicto, es 
considerada por algunos romanistas no como árbitro dirimente, sino que decidiría 
con independencia de los otros, mientras que otros opinan que su intervención servi-
ría únicamente para conseguir una opinión mayoritaria que pudiera dirimir el con-
flicto (178). 
La misma diferencia de posición se mantiene a propósito de si este nuevo árbi-
tro es verdaderamente tal o debe ser considerado un juez, tal como piensa entre 
otros, Marrone (179). Algunos autores entienden que su cualidad de árbitro podría 
inferirse del siguiente fragmento de Ulpiano: 
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Si arbiter iussit, puta in provincia adesse litigatores, quum Romae 
esset in eum compromissum, an ei impune non pareatur, quaeritur. 
Quod Iulianus ait libro quarto, cum locum compromissi inesse, de quo 
actum sit, ut promitteretur. Impune igitur ei non parebitur, si alio loci 
adesse iusserit, Quid ergo, si non appareat, de quo locum actum sit? 
Melius dicetur, eum locum contineri, ubi compromissum est. Quid 
tamen, si in eo loco, qui sit circa Urbem, adesse iusserit? Pegasus 
admittit, valere iussum. Quod puto ito verum esse, si et eius sit auctori-
tatis arbiter, ut in secessibus soleat agere, et litigatores facile eo loci 
venire possint (180). 
3.2. Objeto del compromiso 
El Estado romano, como los Estados modernos, se reserva una serie de accio-
nes, que jamás abandona al capricho de los individuos y por ello prohíbe que pue-
dan ser objeto de compromiso (181). Ésta es la razón por la que Paulo en el libro 13 
de sus Comentarios al Edicto escribe que, si por error se acude al árbitro para que 
dicte sentencia de famoso delicto, el Pretor debe prohibir su pronunciamiento: 
Iulianus indistincte scribit: si per errorem de famoso delicto ad 
arbitrum itum est, vel de ea re, de qua publicum iudicium sit constitu-
tum, veluti de adulteriis, sicariis, et similibus, vetare debet Praetor sen-
tentiam dicere, nec dare dictae exsecutionem (182). 
Insiste en su idea, cuando a continuación afirma que ante un compromiso for-
malizado y referido a una cuestión relativa a la libertad, el árbitro no debe ser com-
pelido a dictar sentencia, pues es privilegio de los que han obtenido la libertad gozar 
del dictamen de jueces superiores: 
De liberali causa compromisso facto recte non compelletur arbiter 
sententiam dicere, quia favor libertatis est, ut maiores iudices habere 
debeat. Eadem dicenda sunt, sive de ingenuitate, sive de libertinitate 
quaestio sit, et si ex fideicommissi causa libertas deberi dicatur. ldem 
dicendum est in populari actione (183). 
Entre las acciones que el Estado prohibía someter a compromissum podemos 
señalar las siguientes: 
-las acciones penales que entrañan infamia, 
-aquellas sobre las que se constituye un iudicium publicum, 
- las acciones populares, 
- las cuestiones de estado, 
- la in integrum restitutio, 
-distintas acciones: actio tutelae, fideicomisos de libertad, etc. 
Para su mejor comprensión explicaremos a continuación cada uno de estos gru-
pos e investigaremos las razones que los han excluido del compromissum. 
3.2.1. Acciones penales que entrañan infamia: 
Para hablar de estas acciones es necesario que el hecho sea un delito, y que este 
delito entrañe infamia; esto excluye: 1 º que todas las acciones penales entrañen infa-
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mia, como la actio quod metus causa, la actio legis Aquiliae; 2º toda acción que 
nace ex contracto, por ejemplo, las acciones de dolo, pro socio, mandati, deposi-
ti, y en el antiguo Derecho romano, el contrato de fiducia (184). Para estas últimas 
no sólo no prohibió el uso del compromiso o de la transacción, sino que era favora-
ble al uso de estos medios con el fin de evitar la acción y, consiguientemente, la 
infamia que quedó unida a estas acciones como un recuerdo de su antiguo carácter 
penal. Prueba de esta tendencia del Pretor a evitar la aplicación de la infamia la 
tenemos en el carácter subsidiario que concede a la actio de dolo. 
El compromiso, sin duda alguna, constituía el medio más natural de zanjar las 
diferencias entre aquellas personas a las que no era posible intentar entre sí más que 
acciones infamantes. Si, con ocasión de un delito, nacían varias acciones, unas 
penales e infamantes y otras carentes de alguno de estos dos requisitos, el Pretor 
dejaba libertad para comprometerse sobre estas últimas. Un ejemplo de ello lo tene-
mos en el hecho de que cuando se prohibió el compromiso sobre la actio furti nada 
impedía hacerlo en lo que concierne a la condictio furtiva. 
Hay que añadir que el que se prohíba utilizar el compromiso para aquellos deli-
tos que entrañan infamia, no significa que sea obligatorio acudir a la jurisdicción 
ordinaria. Es más, las personas que habían sido víctimas de una injuria y que esta-
ban defendidas por la actio iniuriarum eran libres de perdonar y no utilizarla. Lo 
único que la ley pretendía era que estas acciones fueran interpuestas ante los jueces 
y no ante los árbitros. Esto, en el derecho moderno, es fácil de entender, ya que la 
persecución del delito es independiente de la víctima, y se confía a un magistrado 
que obra en nombre del Estado, cuyo orden y paz han sido turbados por el acto 
delictivo. En Derecho romano, sin embargo, es más difícil de entender el que la vk-
tima dueña de la acción y libre de ejercitarla o de perderla, pueda ser obligada a 
hacerlo ante el juez, una vez que se decide a efectuar su defensa, y no se le dé 
opción a elegir entre un sistema u otro, siendo como es mucho más amplio el poder 
que se le concede a la víctima de no perseguir, si no quiere, al culpable. Quizá se 
deba a que estas soluciones tan llamativas apenas se deban en la práctica. El olvido 
de la injuria o del daño debía ser raro, sobre todo, cuando se estaba en presencia de 
acciones dadas al triple o al cuádruple, ya que eran demasiado tentadoras para dejar-
las de ejercitar. Además el Pretor encontraba, es posible, un menor escándalo en el 
completo olvido de la injuria que en un compromiso que revelaría necesariamente el 
delito, sin acarrear la pérdida legal fijada a la condena por un juez. 
3.2.2. ludida pública: 
Hay que tener presente que en la terminología romana se distinguían los delic-
ta, o hechos ilícitos que daba lugar al proceso privado, y los crimina o delitos con-
siderados públicos, a los que se aplicaban las diferentes normas del ius publicum. 
Lo importante es que ambos órdenes de hechos tenían como desenlace la pena. 
Esto supuesto, es evidente que el Derecho criminal fue evolucionando al mismo 
tiempo que lo hacía la forma del proceso o modo de represión de los crimina. 
Durante la época arcaica, cuando las concepciones religiosas tenían una incidencia 
directa en la vida romana, el ordenamiento ciudadano justificaba su sanción basán-
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dose en ellas y considerando sacrílego al culpable. Al final de la monarquía, a medi-
da que el Estado va afirmando su autoridad laica, se modifica también el sistema de 
represión penal. 
Con el fin de reprimir las repetundae, esto es, los abusos, apropiaciones inde-
bidas y malversaciones de los magistrados, especialmente en las Provincias, se crea-
ron tribunales extraordinarios (quaestiones extraordinariae), que inicialmente 
estaban dirigidas por cónsules y, a partir del siglo 11 a. C., por un pretor. La primera 
ley que establece este procedimiento de forma regular fue la lex Calpurnia repe-
tundarum (año 149 a. C.), seguida luego por la lex Acilia (año 123 a. C.), que per-
mite conocer detalles importantes sobre la organización del proceso (185). Al hacer-
se permanentes estos tribunales, a partir de la época de los Gracos, recibieron el 
nombre de quaestiones perpetuae. Más adelante se iría extendiendo su competen-
cia a diferentes clases de crimina. 
Las leyes sobre los indicia publica se relacionan en su mayoría con los nom-
bres de Syla, de César o de Augusto. Ellas dotaron, por primera vez, al Derecho 
romano de reglas precisas en materia criminal, poniendo fin a la antigua práctica 
que permitía a los comicios, crear, en cada circunstancia, el crimen y la pena. 
Estos tribunales estaban compuestos por un jurado y el pretor que los presidía y, 
en su defecto, por un iudex quaestionis. El procedimiento era acusatorio, pero el 
acusador actuaba como ciudadano, y no como particular. Los romanos no habían 
admitido que la acción criminal pudiera ser utilizada en interés privado. El acusador 
nada tenía que ganar ni que perder; sin embargo, posteriormente, cuando disminuyó 
el celo cívico, se concedía como incentivo una parte de la multa; pero esto se hacía 
fuera del proceso. Éste se iniciaba con la postulatio o la petición al magistrado del 
comienzo de la actuación. Se procedía luego a la nominis delatio o acusación for-
mal, que era aceptada por el magistrado (nomen recipere). Una vez compuesto el 
jurado, se celebraba el debate, presidido por el Pretor que, por último, daba a cono-
cer el resultado de las votaciones secretas de los componentes de ese jurado. Las 
sentencias no estaban sujetas a revisión. Más tarde, avanzada ya la época imperial, 
era posible el recurso al emperador, o appellatio, en determinados casos (186). 
Teniendo presente lo expuesto anteriormente es fácil entender por qué el Pretor 
prohibió que semejante materia fuera objeto de compromiso. Se trata de delitos 
entendidos en el sentido del Derecho moderno. 
Durante la época de Augusto, a quien se deben varias leyes especiales y una 
general (lex iudiciorum publicorum), se reorganiza el procedimiento y se amplía 
el Derecho penal, que abarca fundamentalmente una serie de crimina (187). Estos 
crimina unos eran políticos, como la perduellio, cuando se atacaba directamente a 
la cosa pública (188); otros, como el homicidium, eran los más susceptibles de per-
turbar la seguridad (189) y , finalmente, otros se consideraban ultrajes a las costum-
bres, cuya represión el Estado había arrebatado de las manos débiles de las autorida-
des familiares, guardianes legales, hasta el presente, de las costumbres privadas. 
En esta época de la historia de Roma se comprende que sobre estas cuestiones 
no pueda existir un juicio puramente privado. Sin duda el acusador sería un simple 
ciudadano autorizado e incluso elegido, en algunas ocasiones, por el propio Pretor. 
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Ésta era una consecuencia del espíritu que reinaba en las repúblicas antiguas. Todo 
ciudadano, siendo una parte del Estado que le absorbía, podía representarlo contra 
sus enemigos; y el culpable era un enemigo del Estado. Es, pues, el carácter intrín-
seco de los hechos de que se trata lo que no permite que puedan ser objeto de un 
arbitraje (190). Comprometer sobre una de estas acciones hubiera sido, por lo que 
respecta a un ciudadano, una verdadera usurpación, ya que esta acción no formaba 
parte de su patrimonio; sería tanto como violar aquel principio que prohíbe bajo 
pena que se obliguen las partes a no hacer aquello que la ley impone como deber. 
Todo lo que acabamos de exponer sobre la iudicia publica es válido en el Imperio, 
pero a principios del siglo 111, desaparecidas las Quaestiones perpetuae, el régimen 
de represión criminal queda unificado en el sistema de la cognitio, acentuándose la 
tendencia a ser aplicado un único sistema procesal, tanto a las cuestiones penales, 
como a las civiles (191). 
3.2.3. Acciones populares: 
Eran acciones civiles susceptibles de ser ejercitadas por cualquier ciudadano. 
Estas acciones son concedidas, en primer lugar, a quien resulta lesionado o a quien 
tiene un interés directo; si nadie quiere o puede ejercerlas, se conceden a cualquier 
ciudadano (en caso de que varias personas pidan a un mismo tiempo actuar con una 
actio pública, el magistrado elige al más idóneo). 
Ahora bien, en la época antigua, cuando la gens estaba fuertemente constituida, 
esta acción aseguraba absolutamente su fin. Los miembros de la gens no dejaban de 
perseguir los crímenes de los que uno de los suyos había sido víctima. 
Otro grupo de acciones populares se refería a los delitos cometidos contra la 
cosa pública (v. c.: la actio ex albo corrupto) (192). Ulpiano habla de ella, cuando 
escribe que se debe dar acción por quinientos aureos contra el que hubiera alterado 
con dolo malo lo que se hubiera puesto en un album o en una carta: 
Si quis id, quod iurisdictionis perpetuae causa, non quod, prout res 
incidit, in albo, vel in charta, vel in alia materia propositum erit, dolo 
malo corruperit, datur in eum quingentorum aureorum iudicium, quod 
populare est (193). 
Estos eran los recursos del Pretor en una época en la que el derecho penal esta-
ba en sus comienzos. Se remitía a cada ciudadano, obligado a vigilar la conserva-
ción del Estado, la necesidad de perseguir aquellos delitos de los que él tenía cono-
cimiento. Este procedimiento se aplicaría, sobre todo, a aquellos delitos que su fre-
cuencia y su gravedad secundaria no permitían someter a los comicios. La actio de 
sepulcro violato, la actio de libertate, la actio peculatus eran acciones populares, 
antes de ser objeto de un iudicium publicum. No se puede admitir, como acertada-
mente afirma Declareuil, que el ciudadano pueda traficar con estas acciones en inte-
rés personal y el derecho no permite comprometerse a no hacer lo que el deber de 
ciudadano impone, a saber, perseguir al culpable (194). 
3.2.4. Cuestiones de Estado 
La situación que una persona ocupa en la familia y en el Estado es una cosa 
demasiado importante para abandonarla al juicio de un árbitro. El Derecho romano 
67 
ha querido que estas cuestiones fuesen solventadas con la intervención de magistra-
dos superiores (maiores iudices): 
De liberali causa compromisso facto recte non compelletur arbiter 
sententiam dicere, quia favor libertatis est, ut maiores iudices habere 
debeat. Eadem dicenda sunt, sive de ingenuitate sive de libertinitate 
quaestio sit. .. (195). 
La libertad no puede ser objeto de un compromiso, como tampoco pueden serlo 
la ingenuidad o la cualidad de libre. El Pretor solamente podía conocer de ellas con 
los cónsules; más tarde se creó un Pretor especial, el praetor liberalis. En las pro-
vincias, los praesides podían conocer también de estas cuestiones cuando estaban· 
revestidos del ius praetorium o del ius consolare (196). La imposibilidad de que 
los iudices pedanei intervinieran en estas causas está recogida en el Codex (197). 
Es fácil de comprender por qué estas cuestiones de estado no pueden ser objeto 
de compromiso; ya que además de su importancia, nada sería más fácil que encon-
trar un adversario complaciente que no hubiera sido más que una comparsa, permi-
tiendo formar una apariencia de compromiso en base a la cual un árbitro hubiera 
atribuido a una persona un estado que no era el suyo (198). 
3.2.5. Restitutiones in integrum 
Justiniano, en una constitución recogida en el Codex, dice que para quitar toda 
suerte de dudas, prohíbe comprometer sobre las cuestiones de restitutio in int~­
grum. Es difícil de entender esta intención justinianea ya que, en esta materia, no 
hace ninguna innovación. Si, en su tiempo, existían casos de in integrum restitutio 
sometidos a un procedimiento arbitral, esto se hacía violando todos los principios 
establecidos. Solamente tendrán facultades para juzgar estas causas los que fueron 
nombrados para un cargo administrativo al que sea inherente la jurisdicción: 
Quum scimus, esse dubitatum de restitutionibus, quae in integrum 
postulantur, sive tamtummodo apud iudicem, coi aliqua iurisdictio est, 
examinari eas oportet, sive et apud pedaneos ... Sed ne quis ita effuse 
intellectum nostrae constitutionis audeat esse tradendum, ut etiam 
apud compromissarios iudices, vel arbitros ex communi sententia elec-
tos, vel apud eos, qui dantur a iudicibus, qui propriam iurisdictionem 
non habent, sed tantummodo iudicandi facultatem, putet huiusmodi 
extendi sanctionem, quum hos generaliter volumus tales causas dirime-
re, qui vel certae administrationi, coi et iurisdictio adhaeret, praesposi-
ti sunt, vel ab bis fuerint dati, et multo magis si a nostra maiestate dele-
gata eis sit causarum audientia ... (199). 
La misma naturaleza de la restitutio in integrum prohibía que ésta emanara de 
una sentencia arbitral. La in integrum restitutio se caracteriza por la necesidad de 
una cognita causa; y eso, cuando sea autorizada por el edicto (200). Era concedida 
inmediatamente por el magistrado superior, pretor o presidente de provincia. 
Cuando una demanda de restitución se presentaba incidentalmente en un proceso, el 
iudex nombrado por el pretor, no podía conocer de ella; las partes deberían acudir 
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nuevamente delante del pretor. Bajo el Imperio, el emperador y los prefectus urbi 
et praetorii son los que conocen de estas cuestiones, pero nunca lo hicieron los 
magistrados inferiores. Se entiende que los árbitros ex compromisso no pudieran 
pronunciarse sobre estas cuestiones. Teniendo en cuenta el alcance de la restitutio 
in integrum, capaz de destruir una relación jurídica creada por la ley, es lógico que 
se impida a los jueces particulares pronunciarse sobre ella. A partir de J ustiniano es 
cuando los magistrados, anteriormente mencionados, fueron autorizados a delegar 
en los jueces la instrucción y el conocimiento de estas causas. Evidentemente, jamás 
una cuestión de este género pudo ser objeto de compromiso. 
3.2.6. Fideicomisos 
Paulo, en el libro XIII de sus Comentarios al edicto afirma la imposibilidad de 
someter el fideicomiso de libertad a un compromiso (201). Ello se debía a dos razo-
nes: a) una cuestión de estado estaba en juego; b) era una regla común a todos los 
fideicomisos. 
Esta forma de disposición testamentaria, que obtuvo una plaza en Derecho 
romano, se la admitió por favor, sometiéndola a la supervisión de los magistrados 
superiores (202). Augusto creó una pretura especial. Declareuil afirma, a este propó-
sito, que todo fideicomiso da lugar a una persecutio, es decir, que el magistrado es 
quien decide directamente sobre el asunto en lugar de emitir la fórmula y enviársela 
al juez. Esta diferencia hubiera bastado para hacer comprender a las partes que no 
era posible comprometarse sobre tales cuestiones, pero tal diferencia desapareció 
con el procedimiento formulario (203). En Roma, el magistrado decidía habitual-
mente las cuestiones de fideicomisos, y también en las provincias, en la época de 
los conventus. El texto del Digesto, por tanto, no limita, pero induce a sospechar, a 
primera vista, que el fideicommissum libertatis era el único que no podía ser 
sometido a un arbiter ex compromisso. 
3.2.7. Actio tutelae 
La duda que surge respecto a estas acciones se debe a la diferencia de redacción 
que encontramos entre el Digesto y los Básilicos (204 ); mientras que en aquél se 
lee: idem dicendum est, in populari actione (205), en los Básilicos hallamos una 
lectura diferente: peri poupilarias agones, esto es, "es preciso decir lo mismo sobre 
la actio de tutela". Sin embargo, esto no puede anular lo dicho anteriormente a pro-
pósito de las acciones populares; porque si bien queda claro que no pueden ser obje-
to de un compromiso, también es verdad que los principios expuestos en estos tex-
tos no son en modo alguno restrictivos. No puede aceptarse que de los Básilicos 
resulte la imposibilidad de someter la actio tutelae a un compromiso; se trata, más 
bien, de una acción civil, y sabemos que las acciones civiles, incluso infamantes, 
pueden ser sometidas a un arbiter ex compromisso. Habría habido una excepción 
para la actio tutelae, en razón de la voluntad de favorecer al pupilo, y también de la 
influencia que su antiguo tutor podría ejercer sobre él, con el fin de imponerle un 
compromiso en que él sería incapaz de mantener sus intereses. Esto es posible, en 
cuanto que Ulpiano afirma textualmente, citando a Labeón, lo siguiente: 
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Si compromisso facto sententia dicta est, quo quis a minore viginti 
quinque annis tutelae absolveretur ratum id a praetore non habendum, 
neque penae eo nomine commissae petitionem dari (206). 
Algunos comentaristas entienden que las palabras ratum non habendum se 
refieren a una in integrum restitutio, no a una nulidad absoluta del compromiso, 
como piensan otros. Declareuil observa, por su parte, que el texto, tomado en sí 
mismo, parece más favorable a esta segunda interpretación, en cuanto que se deduce 
de él que el pretor se encuentra en la obligación de no ratificar el compromiso y de 
negar la actio poenae. De ahí surge una duda, de modo que la cuestión parece inso-
luble. Algunos piensan que la versión de los Basílicos es un error, aunque los 
comentadores griegos la admiten unánimemente. Según observa el mismo 
Declareuil (207), es posible que la actio tutelae, que fue originariamente una acción 
de delito, hubiera conservado posteriormente, junto con el carácter infamante, el de 
no poder ser objeto de un compromiso, aunque reconoce que es difícil llegar a esta-
blecer una certeza sobre esta cuestión. 
El compromiso es imposible igualmente en lo que concierne a los acuerdos que 
la ley prohíbe o no reconoce. Piénsese, por ejemplo, en los contratos usurarios, o las 
deudas de juego. Paulo dice, por ejemplo, lo siguiente: 
Senatusconsultum vetuit in pecuniam ludere, praeterquam si quis 
certet hasta vel pilo iaciendo, vel currendo, saliendo, luctando, pugnan-
do, quod virtutis causa fiat (208). 
En el caso de la mujer sujeta a tutela, que no podía enajenar sus res mancipi, 
así como en el caso del pupilo, que no podía enajenar sus praedia rustica, se plan-
tea el problema de si podían o no comprometerse sobre la propiedad de tales bienes. 
Parece evidente que no les estaba prohibido litigar y ningún texto les prohíbe hacer 
un compromiso. A propósito de las diferencias entre litigar y "comprometerse", 
debe observarse que en el compromiso las partes están menos protegidas, y se ven 
obligadas a velar más intensamente por sus intereses. Por otro lado, cabe preguntar-
se si no es más fácil encubrir una venta bajo la forma de un compromiso que bajo la 
instancia judicial. En cualquier caso no existen textos en que pueda apoyarse cual-
quier juicio fundado. Pero teniendo en cuenta que podía tener como resultado el que 
el incapaz fuera privado de la propiedad, se considera probable que en estos casos 
debía considerarse prohibido el compromiso, ya que sería muy fácil eludir la ley 
estipulando una pena como garantía de una obligación que la ley declara nula. 
3.2.8. Compromissum plenum 
Normalmente el compromisum versaría sobre una controversia, pero 
era perfectamente válido un compromissum realizado sobre todas las con-
troversias (o algunas de ellas) existentes entre las partes. Ulpiano, en su 
libro XII de Comentarios al Edicto, afirma: 
Plenum compromissum appellatur, quod de rebus contro-
versiisve compositum est, nam ad omnes controversias perti-
net ... (209). 
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Pero, como observa Paulo, un compromiso sobre todas las controver-
sias entre las partes, en modo alguno supone que puedan incluirse las con-
troversias futuras: 
De bis rebus et rationibus et controversiis iudicare arbiter 
potest, quae ab initio fuissent inter eos, qui compromiserunt, 
non quae postea supervenerunt (210). 
En el fragmento de Ulpiano (D. 4, 8, 21, 6) se plantea un problema 
cuando se leen las palabras compromissum plenum, ya que éstas no siem-
pre tienen el mismo significado en las fuentes. Del texto y contexto del 
fragmento se saca la conclusión de que plenum compromissum es aquél 
que versa sobre la totalidad de las controversias existentes entre las partes 
(211). 
La expresión compromissum plenum la encontramos en otros frag-
mentos y no está referida al mismo supuesto. De un texto de Ulpiano, que 
citaremos a continuación, se deduce que compromissum plenum es el que 
contiene la cláusula de dolo: 
... Et ideo, si arbitrum quis corrupit vel pecunia vel ambitio-
ne, vel advocatum diversae partis, vel aliquem ex bis, quibus 
causam suam commiserat, ex doli clausula poterit conveniri; vel 
si adversarium callide circumvenit. Et omnimo si in hac lite 
dolose versatus est, locum babebit ex stipulatu actio; et ideo, si 
velit de dolo actionem exercere adversarios, non debebit, quum 
babeat ex stipulatu actionem. Quodsi huiusmodi clausula in 
compromisso adscripta non est, tune de dolo actio vel exceptio 
locum babebit. Hoc autem compromissum plenum est, quod et 
doli clausulae babet mentionem (212). 
En otro fragmento del Digesto aparece la expresión compromissum 
plenum con un sentido distinto del de los dos fragmentos anteriores. En 
ese supuesto compromissum plenum sería aquél en que una de las partes 
promete como pena una cosa y la otra una cantidad de dinero: 
... Quid ergo, si res apud arbitrum depositae sunt eo pacto, 
ut ei daret, qui vicerit, vel ut eam rem daret, si non pareatur 
sententiae, an cogendus sit sententiam dicere? et puto cogen-
dum, tantundem, et si quantitas certa ad hoc apud eum 
deponatur. Proinde et si alter rem, alter pecuniam stipulanti promise-
rit, plenum compromissum est et cogetur sententiam dicere (213). 
Ulpiano, citando a Pomponio, (D. 4, 8, 13, 1), emplea la expresión compromis-
sum plenum con otro significado distinto de los que hemos mencionado: 
Nam si ideo, quia de unius controversiis solum compromissum est, 
nulla ratio est, licet enim et de una re compromittere; si vero ideo, quia 
ex altera duntaxat parte stipulatio intervenit, est ratio. Quamquam si 
petitor quis stipulatus est, possit dici, plenum esse compromissum, quia 
is, qui convenitur, tutus est veluti pacti exceptione; is, qui convenit, si 
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arbitro non pareatur, habet stipulationem. Sed id verum esse non puto; 
neque enim sufficit exceptionem habere, ut arbiter sententiam dicere 
cogatur. 
Estoy de acuerdo con Buigues (214) cuando sostiene que de la lectura de estos 
textos es imposible deducir una conclusión definitiva sobre el significado de la 
expresión compromissum plenum. Sorprende, sobremanera, que cuatro textos per-
tenecientes a Ulpiano y que se contienen en su libro XIII de sus Comentarios al 
Edicto nos transmitan significados aparentemente tan diferentes de la misma expre-
sión. Creo, pues, que la expresión compromissum plenum no hacía referencia a un 
compromiso con un contenido específico, sino que lo que el jurista quería expresar 
con esas palabras, era que el compromiso había sido válido y que podía producir sus 
efectos. 
3.3. Fijación por las partes de los términos del compromissum 
3.3.1. Siendo la finalidad del compromissurn el dirimir extrajudicialmente una 
controversia, es preciso que las partes determinen con precisión los términos exac-
tos de la misma, estableciendo un programa al cual deba someterse el árbitro y que 
condiciona últimamente su sentencia. En este sentido, y en expresión de La Pira, el 
compromissum constituye, para el árbitro, "el paradigma de su juicio" (215). 
Tal es el contenido esencial de un conocido pasaje de Paulo en el que se dice 
textualmente: 
De officio arbitri tractantibus sciendum est, omnem tractatum ex 
ipso compromisso sumendum: nec enim aliud illi licebit, quam quod ibi 
ut efficere possit, cautum est: non ergo quodlibet statuere arbiter pote-
rit, nec in qua re libet, nisi de qua re compromissum est, et quatenus 
compromissum est (216). 
El contenido esencial de este pasaje es, pues, que el árbitro ha de ajustarse a los 
términos precisos del compromissum, no teniendo ninguna capacidad para tomar 
decisiones sobre asuntos que no sean objeto explícito del mismo. Esta misma idea 
se contiene en otros pasajes del Digesto (217), que al tratar de la prórroga del plazo 
del compromiso niegan al árbitro cualquier posibilidad de decidir sobre la misma, 
de modo que si así hiciera, cuando se dicte la sentencia las partes no estarán obliga-
das a someterse a ella, en el caso de que en el compromissum no constara de forma 
expresa la posibilidad de que el árbitro decidiera en este sentido. 
Wlassak ha analizado ampliamente los pasajes en que se subraya el hecho de 
que al árbitro ha de ofrecérsele, en el compromissum, un programa preciso al que 
debe atenerse en el momento de emitir su sentencia (218). Esto no implica, por otra 
parte, que se condicione al árbitro en relación con el contenido de su decisión, pues-
to que, evidentemente, ello significaría la nulidad del compromissum. 
Explícitamente afirma Paulo que si el compromiso se hizo a fin de que el árbitro 
pronuncie una determinada sentencia, su arbitraje es nulo: 
... et ideo si sic fuit in arbitrum compromissum, ut certam seten-
tiam dicat, nullum esse arbitriurn (219). 
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Tampoco sería válido un compromissum en el que se pidiera al árbitro que dic-
tara sentencia ateniéndose al parecer de otro, puesto que en tal caso carecería de 
libertad. Remitiéndose al testimonio de Pomponio recuerda Ulpiano la pregunta que 
aquél se formulaba en estos términos: 
... si ita sit compromissum, ut, quod Titio disceptatori placet, id 
Seius pronuntiet, quis sit cogendus? Et puto tale arbitrium non valere, 
in quo libera facultas arbitri sententiae non est futura (220). 
Por otro lado, cuando las partes decidan nombrar un árbitro para dirimir una 
controversia en la que están en juego asuntos varios, y no uno sólo, la posibilidad de 
que el árbitro decida sobre ellos ha de venir ex ipso compromisso, debiendo incluir 
en él la cláusula de rebus omnibus controversiisve, que pone de manifiesto el 
acuerdo de las partes en este sentido. He aquí las palabras exactas con las que se 
refiere Ulpiano a ese supuesto: 
Plenum compromissum appellatur, quod de rebus controversiisve 
compositum est, nam ad omnes controversias pertinet; sed si forte de 
una re sit disputatio, licet pleno compromisso actum sit, tamen ex cete-
ris causis actiones superesse; id enim venit in compromissum, de quo 
actum est, (ut) veniret. Sed est tutius, si quis de certa re compromissum 
facturus sit, de ea sola exprimi re in compromisso (221). 
En el libro I Responsorum, Scévola recoge la posibilidad de que las partes 
planteen al árbitro un compromiso sobre todos los asuntos pendientes entre ellos: 
De rebus controversiisque omnibus compromissum in arbitrum a 
Lucio Titio et Maevio Sempronio factum est, sed errore quaedam spe-
cies in petitione a Lucio Titio deductae non sunt, nec arbiter de bis 
quidquam pronuntiavit; quaesitum est, an species omissae peti possint? 
Respondit, peti posse, nec poenam ex compromisso committi; quod si 
maligne hoc fecit, petere quidem potest, sed poenae subiugabitur (222). 
Del texto se deduce que si, por error, no se han planteado en el acuerdo todos 
los asuntos pendientes y que las partes pretendían que fueran decididos por el árbi-
tro, era posible reclamar posteriormente, mediante juicio, sobre los asuntos no sen-
tenciados sin incurrir en pena. Es evidente que la vía judicial no se agota por el 
compromiso, y cabe recurrir sobre lo sentenciado, imputando la pena a la parte que 
no acató la sentencia. 
Hemos podido comprobar con el análisis de los textos que el árbitro queda 
sometido al compromiso con cierta similitud de lo que sucede con el juez después 
de la litis contestatio; sin embargo, al árbitro se le reconoce un mayor margen de 
discrecionalidad frente a la obligatoriedad que la fórmula impone al juez. Así lo 
reconoce Cicerón en un pasaje en el que se dice explícitamente: 
Ideo melior videtur conditio causae bonae, si ad iudicem quam si 
ad arbitrum mittatur; quia illam formula includit et certos quos non 
excedat terminos possit huius libera et nullius adstricta vinculis religio 
(223). 
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En idéntico sentido se expresa Cicerón en otro texto, cuando refiere el caso de 
Pisón, árbitro entre Roscio y Fannio, que concede más de lo pedido (ultra petita), 
al reconocer a Fannio un crédito de cien mil sextercios contra Roscio, en lugar de 
los cincuenta que se habían pedido (224). 
3.3.2. El compromissum debe contener la fecha de la vista ante el árbitro. No 
era obligatorio establecer un día determinado, bastaba señalar un plazo dentro del 
cual se debe dictar sentencia: 
T .H. 76, p. 1, lín. 7 ss: ... (pal) lam coram u troque praesenti 
(sent)entiam prove sententia(m) dicat (dici)ve i(u)beat et (ante) idum 
ante K(alendas) (Feb)ruarias primas sent(nt)iam ... 
No obstante, y como señala Pomponio explícitamente, la fijación de la fecha no 
era un requisito obligatorio para la validez del compromissum: 
Sed si compromissum sine die confectum est, necesse est arbitro 
omnimodo dies statuere, partibus scilicet consentientibus, et ita causam 
disceptari; quod si hoc praetermiserit, omni tempore cogendus est sen-
tentiam dicere (225). 
Tal como señala el texto anterior, era necesario para el árbitro, fijar un día de 
acuerdo con las partes; fecha que en algunos casos era posible prorrogar, tal como 
en el siguiente pasaje afirma Ulpiano, basándose en la doctrina de Labeón y de 
Pomponio: 
Labeo ait, si arbiter, cum in compromisso cautum esset, ut eadem 
die de omnibus sententiam diceret, et ut posset diem proferre, de qui-
busdam rebus dicta sententia, de quibusdam non dicta, diem protulit: 
valere prolationem sententiaeque eius posse impune non pareri. Et 
Pomponius probat Labeonis sententiam, quod et mihi videtur: quia 
officio in sententia functus non est. 1.- Haec autem clausula "diem 
compromissi proferre" nullam aliam dat arbitro facultatem quam 
diem prorogandi: et ideo condicionem primi compromissi neque 
minuere neque immutare potest: et ideo cetera quoque discutere et pro 
omnibus unam sententiam ferre debebit (226). 
Paulo en sus Comentarios al Edicto afirma que la autorización para prorrogar el 
plazo debía ser incluida en el compromiso: 
Arbiter nihil extra compromissum facere potest, et ideo necessa-
rium est, adiici de die compromissi proferenda; ceterum impune iuben-
ti non parebitur (227). 
Cuando el árbitro lo creyera necesario, con el fin de evitar que se incurriera en 
la poema compromissi, podía prorrogar el plazo sin necesidad de acuerdo entre las 
partes. Paulo, en el libro XIII ad Edictum lo afirma expresamente: 
Dies compromissi proferri potest, non cum ex conventione, sed 
cum iussu arbitri eam proferri necesse est, ne poena committatur 
(228). 
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Pero no podía, en ningún caso, anticiparlo con la oposición de las partes. 
Papiniano, en el libro 1 Quaestionum, lo afirma expresamente: 
Arbiter ita sumptus ex compromisso, ut et diem proferre possit, 
hoc quidem facere potest: referre autem contradicentibus litigatoribus 
non potest (229). 
Ulpiano manifiesta que esta prórroga no tiene efecto alguno sobre el resto del 
contenido del compromissum, de manera que si era un compromiso sobre varios 
conflictos y tenía que dictar una sentencia sobre todos, no era válida la emitida 
sobre alguno de ellos con anterioridad a la prórroga del plazo para dictar la senten-
cia sobre el resto (230). 
3.3.3. Por último, en el compromiso debía hacerse constar el lugar donde se iba 
a celebrar el juicio; había que distinguir una determinación general del lugar, en el 
sentido de fijar la ciudad o provincia, supuesto en el que la voluntad de las partes 
era lo más importante, del sitio preciso concreto en que el árbitro dictaría sentencia. 
A propósito de la determinación general, dice Ulpiano: 
Si arbiter iussit, puta in provincia adesse litigatores, cum Romae 
esset in eum compromissum, an ei impune non pareatur, quaeritur. Et 
est verius, quod lulianos ait libro quarto, eum locum compromisso 
inesse, de quo actum sit, ut promitteretur: impune igitur ei non parebi-
tur, si alio loci adesse iusserit. Quid ergo, si non appareat, de quo loco 
actum sit? melius dicetur, eum locum contineri, ubi compromissum est. 
Quid tamen, si in eo loco, qui sit circa urbem, adesse iusserit? Pegasos 
admittit, valere iussum. Quod puto ita verum esse, si et eius sit auctori-
tatis arbiter, ut in secessibus soleat agere, et litigatores facile eo loci 
venire possint (231). 
En cuanto a la concreción precisa del lugar en que iba a dictarse la sentencia, el 
propio Ulpiano hace las consideraciones siguientes: 
Quod puto ita verum esse, si et eius sit auctoritatis arbiter, ut in 
secessibus soleat agere, et litigatores facile eo loci venire possint. Sed si 
in aliquem locum inhonestum adesse iusserit, puta in popinam vel in 
lupanariurn, ut Vivianus ait, sine dubio impune ei non parebitur ... et is 
non venerit, qui sine sua turpitudine eo venire possit, is venerit, qui 
inhoneste venerat, an committatur poena comprornissi, an quasi opera 
non praebita? Et recte putat non committi: absurdum enim esse ius-
sum in alterius persona ratum esse, in alterius non (232). 
Mientras que en el proceso ordinario existía siempre un lugar en que debía cele-
brarse el juicio, en el caso de la actuación del árbitro no parece que la existencia de 
un lugar determinado fuera una condición previa para la celebración del compro-
missurn. 
Teniendo en cuenta las condiciones en que el árbitro podía pronunciarse, se 
hacen patentes los límites de su poder de decisión. Son las partes las que, de común 
acuerdo, deciden las cuestiones sobre las que él debe pronunciarse. Esto implicaba, 
por otro lado, la necesidad de que esas partes determinaran de forma precisa las 
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cuestiones que eran objeto de discusión, ya que en otro caso el compromissum 
sería declarado nulo. 
Y supuesto que el arbiter sólo podía juzgar sobre aquellos asuntos o controver-
sias que existían en el momento en que las partes decidían someterse al dictamen 
arbitral, es indudable el paralelismo existente con el procedimiento ordinario; en él, 
en efecto, el juez estaba sometido a la fórmula y no podía manifestarse sobre otro 
tema que no estuviera recogido en ese documento, en que quedaban plasmados los 
términos del litigio. 
A modo de ilustración de la forma de proceder del arbiter, entiendo que es útil 
hacer una referencia explícita al textum de un compromissum de comienzos del s. 
VI. En él se hace patente que se trataba de un desacuerdo a propósito de la cantidad 
de dinero que debía entregarse. Se procede indicando previamente los nombres de 
quienes litigaban (línea 1-10); inmediatamente después se alude al supuesto concre-
to que se planteaba (línea 10-12); posteriormente, la voluntad de las partes de acudir 
al árbitro queda manifestada de una forma expresa (línea 12-15); esto supuesto, se 
hace referencia al juramento (línea 16-17), insistiendo igualmente en el compromiso 
que a~umen las partes de someterse a la sentencia arbitral (línea 18-19). Finalmente, 
tras aludir a la sanción prevista para el caso en que la decisión del árbitro fuera 
transgredida (línea 20-21), se contiene la ratificación. 
El texto completo a que se hace referencia es el siguiente: 
COMPROMISSUM 
1[ + •y'1TaT]El[as] Tov 8Eo'[rro1Tov ~¡.düv <l>..\a(ovlov) 
r Av]aaTaalov TOV a.lwvl[ov] AtiyoÚUTOV Awo-
Kf!Ó:r;opos •,.o f "Ewdcp p. 7Tpc!J-r;'ls _lvot:<(,.{ovos). 
'[E~OVTES] '1TOt~VVT[at] '[POS' ~O.VTO~S" "71~ o¡.w..\oy{av 
TOV KO¡.t7TpOf'tO'O'OV '[ EK f'EV TOV] EVOS' ¡.t[ EJpDVS' 
~..\(a.oú;ot), I.t>.P_a.vo~ Kal r.~pa7T!w~ a-rp~Túin-at 
Cl¡P'81-'o,v 1 Epf'Ov ,'1T~AEWS' ~a.t Av¡n¡~tos Iaa~o~ 
Of'Oyvr)O'tOt aOEAcpOt EK 7TO.TpOS" '<f>ot,B( ap. ]f'CJJVOS' 0.7TO 
~s, a.v.nzs rró~;wS'! :Io;a.KosA TOV ..\óyo~ rrotoúp~os 
V7TEp TE eav-rov Kat vrrEp [Twv KA'7po]vo¡.twv Tvpav-
~o~ Tov ~rroyevo¡.dvov, ~¡.twv A&.Se>..cfoo~, 'lK 8€ [;ov] 
ETEpov ¡.tepovS' <I>>..(a.ovtos) B71s NtKWV a-rpaTtcurr¡S' 
TOV awov apt8f'Oíi KO.L ·~ TOÚTov ya¡.teTT¡ "ApxoVTta 
&.Se>..cp~ TWV rrpoyEypa¡.t¡.dvwv EK TWV awwv 
10yove'wv arra ri¡s aVrijs 7TÓAEWS' d>....\'fÍAOtS' xalp(ew). 
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E7TELÓ~ T¡¡.tcpta,Br¡rT¡aapev 11rrpoS' Éav-rovs- 7TI!p~ cpa.vf!-
pwv K!!cpa.Aalwv Kal rrpo 8lK'7S' Kal cp¡}..ovtKda.s-
11Éooef!v ~¡.tiv KOtvfj yvc!Jwn drravri¡aat el~ Uat'TO.V 
rrpoS' KapSr¡¡.tlov KO.L 11Z7]VÓOWTOS' TOVS' l>.Aoytpw-
TÓ.TOVS' axoAaO'TtKOVS' cpÓpov 017,Ba.t8os Ka~ aTOt· 
xei[v) uKO.L rre{8f!a8at TOtS' Ópl.a8r¡aope'votS' 7Tapd. rijs 
awwv 7TO.t0EVO'EWS'' Ka.Td. TOVrO Ópo>.oy[ OVf'OI] 
11J¡.tvÚV[T)ES' TÓV TE 7TO.VTOKpá.-ropa 0eov KO.L Ti¡v 
8elav, Kat ~tipr;:vlav TVX'7:' Tof Td. 7Távr,a 11vt~wv;os 
S;arroT?v '¡.twv <I>~a(ovt~v) Av,a,crraau;y ,To~ at~­
vwv AvyovUTov AVToKpa.Topos 1 arraVTav 7Jf'«S' rrpo> 
Tov> 7rpoetpr¡¡.tlvov> StatTTjTOS Kal Stamia8at lrr" 
O.VrOV) 11Éws oy3ór¡[s 'TOV 7TO.pÓVT]os '¡.tr¡vos 'E'lTELcp 
rij> 7Tap[o]úar¡> 1rpc!JTTjs lv8tKTlovos u[Kal rrel8ea8a.t 
~¡.téis TOi>] Ópta8r¡a[o]¡.te'vots rrap" awwv, Tov o( ¡.t~ 
drravrwVTa 20[rrpos avTovs ~ Kal !-'~ 7Tf!t8]ópevov 
'TOi> Ópta8r¡cro¡.tlvots rrap" a.V'TWV Arra.P,lgf~[v 11 • , 
• • • • • • • • • • • • • • • 7' ]4J Ef'f'EVOV'Tt AOY4J 
7Tpoa-rl¡.tov XPVcrov vopta¡.tá.Tta u[ ..•....... 
• • • • • • • • • • • • ]os o~Tos Kvptos Ka¡ ~¿,Batos 
KO.L E7Tfp(wTr¡BlVTES') Wf'OA(o¡nÍaa¡.tev). (2nd hand) 
u[ ................. Ó rrp]oK(f{¡.tO'OS') 
aTr¡xt ¡.toL ws rrpÓK(etTat). (Srd hand) Avp(r¡>.la) 
'ApxoVT{a. <l>ot,Bá¡.t¡.twvos u[ 7Tfrrolr¡¡.tat Toíi-ro To Kop.-
7Tpo1¡.ttcraov ws 7rpÓK(ftTa.t). "Aa-re'ptos Ko>.AoúBov 
a7TO .AVTt(vóov rrÓAfW>) Éypaif¡a. ÍmEp ati'T'ijs 25[ypá.¡.t-
~Tc; 1-'~ elSvla.s-]. (1st hand) 11[S,• l¡.to]ii "D.pov 
eypacp7J o ••• 
4. PERSONAS QUE PUEDEN HACER UN COMPROMISO 
4.1. La incapacidad de obrar y el compromissum 
En Derecho romano la capacidad de obligarse era indispensable para poder 
hacer un compromiso. Además, para que este compromiso tuviera valor y fuera 
reconocido por el pretor, debía estar garantizado por una stipulatio poenae. Esto 
supuesto, era lógico que quedaran excluidos, ante todo, los mudos, los sordos y los 
ausentes (234). Por otra parte, no tenían tampoco capacidad de obrar determinadas 
personas, en cuanto eran incapaces de realizar actos voluntarios a los que el ordena-
miento jurídico atribuía el efecto de constituir, modificar o extinguir relaciones jurí-
dicas, como el loco, el pupilo, la mujer, el filiusfamilias, el esclavo y el menor de 
veinticinco años. 
4.1.1. Furiosus 
Las XII Tablas ya hacen alusión a la falta absoluta de obrar de éste y añaden 
que precisa un custos que cuide de su persona y administre sus bienes (235). 
Sin embargo, no hay en Derecho romano una noción única de demente; se dis-
tinguía entre furiosus y mentecaptus o demens. El criterio distintivo era que mien-
tras que el furioso tiene intervalos de lucidez, el mentecato no. Para otros, sin 
embargo, la diferencia estriba en el hecho de que los furiosos son locos agitados y 
los otros son disminuidos mentales. 
Los juristas romanos clásicos discutían si durante los momentos lúcidos el 
furiosus podía realizar válidamente actos jurídicos. Justiniano optó porque la cura 
fuera suspendida durante los momentos de lucidez, comenzando ipso iure apenas 
volviera a manifestarse la locura. En Roma, a diferencia de nuestro sistema actual, 
la incapacidad del loco surge sin necesidad de la intervención expresa de la autori-
dad en cuanto se manifiesta la enfermedad. 
El curator no asiste al loco sino que le reemplaza en su voluntad ausente. La 
capacidad jurídica del loco para comprometerse estaría regida por el principio de 
todos los actos jurídicos, es decir, podría comprometerse en los momentos de luci-
dez y no podría hacerlo en los momentos de demencia. 
4.1.2. Pródigo 
Este instituto, recogido también en las XII Tablas (236), aparece con diferen-
cias respecto de la figura anterior. Éstos, en efecto, precisan declaración expresa del 
magistrado mediante decretum para impedirles el ejercicio y administración de sus 
bienes. Esta declaración de incapacidad se llevará a cabo apenas manifestada, por 
necesidades prácticas del tráfico mercantil. 
Antiguamente la prohibición para realizar negocios sería decidida por los mis-
mos agnados y gentiles, correspondiéndoles a estos mismos el ejercicio de la cura, 
cura legítima que pondría directamente bajo su custodia al pródigo, sin necesidad de 
la intervención del pretor. 
De los textos de los juristas clásicos se extrae la concepción de pródigo en el 
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derecho de esta época; lo consideran como aquél que tiene tendencia a realizar gas-
tos innecesarios dilapidando el propio patrimonio con perjuicio de sus herederos. Al 
no existir criterios absolutos que determinen cuándo un individuo realiza actos de 
prodigalidad sobre su patrimonio, correspondería al magistrado su valoración; por 
ello se le atribuyó al pretor la facultad de castigar mediante decreto de interdicción 
por prodigalidad, tanto al heredero testamentario como al esclavo manumitido que 
no puede tener ni agnados ni gentiles y nombrar al mismo tiempo un curator. 
El decreto de interdicción era también el medio utilizado contra aquéllos que 
debían venir sometidos a curatela legítima. 
Posteriormente se admitió la posibilidad de que fuera el paterfamilias el que 
designase al pródigo un curador que después sería nombrado por el pretor, previo 
decreto de interdicción. 
El pródigo, al no ser considerado totalmente incapaz, podía realizar todo tipo de 
actos que supusieran mejora en su patrimonio, pero no aquéllos que empeoraran su 
situación económica. De esto se deriva que no tendría capacidad para obligarse; sin 
embargo, es opinión generalizada su admisión si los realizaba con el consensus de 
su curator. 
Aquellos que asimilan al pródigo con el loco consideran que el consentimiento 
del curador no puede habilitar al pródigo para realizar actos que le perjudiquen en 
su patrimonio. 
Si aceptamos la opinión dominante, debemos entender que el pródigo está capa-
citado para comprometerse, más si nos inclinamos por la contraria, es imposible 
admitir dicha capacidad. Todo ello es válido para el derecho clásico; en cambio, no 
podemos decir lo mismo en el Bajo Imperio, en el cual los textos recogen ya la posi-
bilidad de que el pródigo se comprometa con la asistencia de su curator. 
4.1.3. Mujeres sometidas a tutela 
A diferencia de los hombres sui iuris que al alcanzar la pubertad si habían esta-
do sometidos a tutela dejaban de estarlo, las mujeres sui iuris, incluso después de 
llegar a la pubertad, seguían sometidas a ella (237). 
Esta tutela, que respondía a exigencias jurídicas y sociales vigentes todavía en 
época clásica, mereció la atención del jurista Gayo, que no encontraba justificación 
en lo que se refería a las mujeres púberes: Feminas vero perfetae aetatis in tutela 
esse (238). 
El principio de que para la eficacia de los negocios jurídicos, realizados por 
mujeres púberes, fuera necesaria la interposición de la auctoritas del tutor, era apli-
cado sólo a los antiguos negocios iuris civilis; para los negocios surgidos o introdu-
cidos posteriormente y clasificados iuris praetorii y iuris gentium, bastaba la sola 
voluntad de la mujer. Gayo podía afirmar con razón que, en la práctica, durante su 
tiempo, las mujeres púberes llevaban directamente sus negocios (mulieres enim 
quae perfectae actatis sunt, ipsae sibi negotia tractant) (239). 
La mujer, según el Senatus Consultum Velleianum (240) no podía compro-
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meterse por otro sin la autorización de su tutor. El Sena tus Consultum establece 
absolutamente la prohibición para todas las obligaciones, tanto si hubieran salido 
fiadores de palabra, o con cosa, o con cualquier otro contrato. 
4.1.4. Pupilos 
Si el pupilo no puede realizar actos que empeoren su condición económica sin 
la auctoritas del tutor, tampoco podrá obligarse mediante compromiso, debido a 
que si bien la estipulación resultaría válida no podemos decir lo mismo respecto a la 
promesa de pena, que sería inválida. 
El compromiso no sería plenum y el pretor no podría obligar al árbitro a dictar 
una sentencia que podía ser violada impunemente por el pupilo. A esto se refiere 
Gayo en los Comentarios al Edicto Provincial cuando afirma que, si un pupilo 
hubiera contraído compromiso, no se obligue al árbitro a dictar sentencia ya que si 
se pronunciara contra él no venía obligado por la pena: 
Si pupiJius sine tutoris auctoritate compromiserit, non est arbiter 
cogendus, pronuntiare, quia, si contra eum pronuntietur, poena non 
tenetur, praeterquam si fideiussorem dederit, a quo poena peti possit; 
idque et lulianos sentit (241). 
Del texto se deriva que se trata únicamente de una obligación natural contraída 
por el menor que sirve de base a un fideiussio, ya que el pupilo no se obliga por 
derecho civil sin la autoridad del tutor (242). Esta obligación natural no tiene otro 
objeto que vivificar las obligaciones de las personas que han garantizado el compro-
miso del pupilo. El derecho romano jamás elaboró una teoría general de las obliga-
ciones naturales. Únicamente es posible entresacar como nota común a todas ellas la 
irrepetibilidad de lo pagado voluntariamente (243). Las obligaciones asumidas por 
el menor en Roma no producían los mismos efectos que actualmente estamos acos-
tumbrados a unir a las obligaciones naturales. Esta obligación de ningún modo es 
peligrosa para el pupilo, ya que no tiene más efecto que hacer válido el pago de la 
pena, siempre que este pago fuera autorizado por el tutor. 
El fideiussor que se encuentra obligado contractualmente puede solicitar una in 
integrum restitutio, aunque está obligado a saber que el pupilo es incapaz para 
obligarse civilmente y que será él quien quede obligado sin posibilidad de recurso 
contra el impúber. Con la autoridad del tutor el pupilo podrá contratar válidamente. 
Pero cuando fue creada la in integrum restitutio en favor de los menores de veinti-
cinco años los juristas, interpretando el derecho pretorio, entendieron que los actos 
hechos por los pupilos únicamente fueran válidos cuando se hicieran con la auctori-
tas tutoris, por lo que consideraban que el compromiso hecho por un impúber 
siempre podría resultar peligroso. Por ello, no podrá ser obligado el árbitro a dictar 
sentencia si el pupilo se comprometió sin la autoridad del tutor. Tampoco estará el 
pupilo obligado a pagar la pena si ésta fuera contraria a él, excepto si hubiera dado 
un fiador de quien pueda reclamarse la pena. 
Del mismo modo se pronuncia Juliano al afirmar: Si compromissum ita fac-
turo sit, ut praesente utroque aut heredibus eorum arbiter sententiam dicat, et 
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alter ex litigatoribus decesserit pupillo herede relicto, non aliter videtur senten-
tia dicta esse, nisi tutoris auctoritas interposita fuerit (244). 
4.1.5. Esclavos 
El esclavo no puede estipular ni prometer en su nombre; sólo puede hacerlo en 
nombre del dominus, por lo que jamás un esclavo podrá realizar un compromis-
sum plenum. Así opina Paulo cuando dice: Servus autem ex contractibus non 
obligatur (245). 
En el caso de que un esclavo se hubiera comprometido, el árbitro no será com-
pelido a dictar sentencia ni el dominus responderá por él con la actio de peculio. 
En caso de que el árbitro llegara a dictar sentencia no se dará ejecución, ya que el 
compromiso no existe legalmente: 
Si servus compromiserit, non cogendum dicere sententiam arbi-
trum, nec, dixerit, poenae executionem dandam de peculio putat 
Octavenus (246). 
Los juristas aproximan el compromiso al juicio cuando consideran que, de la 
misma manera que un esclavo no puede ser obligado por un juicio, tampoco lo sea 
por un compromiso. La opinión quizá no es convincente, pero si que muestra la ten-
dencia a aproximar el compromiso a un juicio y a separarlo de los contratos. 
Por ello consideran que si un esclavo, conduciéndose como libre, hubiera con-
traído un compromiso, no se debe conceder la acción de peculio, ya que ni siquiera 
se daría si el esclavo hubiera sido condenado en un juicio: 
Si servus, quum se pro libero gereret, compromiserit, quaeritur, an 
de peculio actio ex poena compromissi, quasi ex negotio gesto. Sed hoc 
et Nerva filio, et mihi videtur verius, ex compromisso serví non dan-
dam de peculio actionem, quia nec si indicio condemnetur servus, 
datur in eum actio (24 7). 
El compromiso devenía nulo, tanto para el esclavo como para aquella persona 
libre que se hubiera comprometido con él, no estando por tanto obligados a pagar la 
pena. 
Es lógico pensar que serían motivos de equidad lo que llevó a los juristas a 
manifestarse en este sentido, pues en rigor de los principios, quien estuviera obliga-
do con el esclavo tendría que estarlo respecto al dueño. 
Se ha pretendido a veces ver el fin del compromiso como la petición del mon-
tante de la pena en el caso de que la sentencia fuera violada. Sin embargo, a través 
de los textos analizados, hemos podido comprobar que esta interpretación resulta 
extraña al Derecho romano. 
En la concepción romana, el fin del compromiso es la ejecución de la sentencia 
y la pena no es más que una sanción que suple a la fuerza legal que el árbitro no 
puede dar a su decisión. Se trata sin duda de una semejanza con los juicios que tie-
nen por finalidad terminar con las controversias. 
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En este sentido se manifiesta Pablo cuando afirma: Compromissum ad simili-
tudinem iudiciorum redigitur, et ad finiendas lites pertinent (248). 
4.1.6. Filiusfamilias 
Los hijos de familia están en la misma situación que los pupilos de modo que 
son capaces de comprometerse y por tanto se puede dar la actio de peculio contra el 
padre. Pero aún hay más; si el hijo se comprometiera por negocios extraños al pecu-
lio, el padre queda obligado ex stipulato hasta el límite del peculio. De modo que el 
padre también vendrá obligado por un compromiso independientemente de la causa 
por la cual se hubiera contraído dicho compromiso. 
En este sentido se manifiesta Papiniano: •.. nec interesse ait, ex qua causa 
compromiserit, utrum ex ea causa, ex qua potuit cum patre de peculio agere, 
an vero ex ea, qua non potuit, quum ex stipulatu pater conveniatur (249). 
El compromiso que viene siempre acompañado de una estipulación como con-
trato verbis obliga al hijo in solidum y al padre en los límites del peculio, aunque, 
como hemos dicho anteriormente, el contrato fuera extraño a la administración de 
éste. 
4.1.7. Administradores 
En un principio, de los actos realizados por el tutor sólo nacían acciones ejerci-
tables por él o contra él, de lo que se deduce que si el tutor contraía un compromiso 
sería el único a quien le correspondería la actio poenae; sin embargo, a partir del 
siglo II se concedieron acciones útiles tanto al pupilo como al tercero que hubiera 
realizado negocios con el tutor. La actio iudicati le correspondía directamente al 
impúber (250); pero ¿qué ocurre respecto al compromiso? ¿cabe por analogía deci-
dir que también le concierne la actio poenae resultante del compromiso? Los textos 
no comentan nada en este sentido ni tampoco las fuentes recogen nada que nos per-
mita creer que los juristas lo hayan admitido alguna vez. 
Otra pregunta que nos surge es: ¿está el tutor autorizado a comprometerse por 
el pupilo? o ¿hay que aplicar aquí la regla que impide a los tutores realizar aquellos 
actos que supongan disminución en el patrimonio del pupilo? (251). Somos partida-
rios de aceptar la posibilidad de comprometerse el tutor, en cuanto no tiene por qué 
suponer necesariamente una disminución patrimonial dicho compromiso. 
Sin embargo, en virtud de este principio, creemos que el tutor, que sólo podría 
actuar en aquellos actos que supusiesen ventaja para el pupilo, no podría compro-
meterse sobre los praedia rustica y suburbana después de la constitución otorgada 
por Septimio Severo. Todos los actos realizados por el tutor quedan sometidos al 
riesgo de la in integrum restitutio. 
Lo mismo podemos decir respecto a los curadores y al marido que no pueden 
vender los fundos dotales y que, por tanto, no podrían comprometerse sobre estos 
fundos. 
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4.1.8 Bonorum cedens 
Esta figura plantea un interrogante: el deudor que llega a una situación de insol-
vencia involuntaria y cede sus bienes a fin de escapar a la ejecución personal ¿puede 
conprometerse? Podemos establecer cierta similitud con el iudicium en lo que se 
refiere a la capacidad del bonorum cedens; y vemos que al igual que ocurre en el 
proceso, en que no se puede demandar ni ser demandado, se podría aplicar para el 
compromiso. Así opina Juliano cuando escribe: Non esse cogendum arbitrum sen-
tentiam dicere, quum neque agere, neque convenire possit (252). 
La obligación por parte del bonorum cedens carece de garantía desde el 
momento en que ha perdido el derecho a disponer de sus bienes, ya que su situación 
es la misma que la de aquél cuyos bienes han sido jurídicamente vendidos. 
Otra cuestión a debatir es la admisión de representación en materia de compro-
miso; ¿es factible compromittere de re aliena? Por lo que se refiere a la represen-
tación directa, el derecho romano la desconoció, ya que las partes que concertaban 
un negocio jurídico estaban obligadas a intervenir personalmente en él, de manera 
que sólo produce efectos jurídicos entre las partes que lo realizaron. Regla que fue 
observada también, en principio, en los procesos. 
Este principio de representación en el período de las legis actiones era inconce-
bible debido a la obligación de las partes de comparecer personalmente tanto en la 
etapa in iure, ante el magistrado, como en la etapa apud iudicem, ante el juez, aun-
que se recogen ciertas excepciones de las que nos informa Justiniano: Nunc admo-
nendi sumus, agere posse quemlibet hominem aut suo nomine, aut alieno: alie-
no veluti procuratorio, tutorio, curatorio, quum olim in usu fuisset, alterius 
nomine agere non posse, nisi, pro tutela, pro libertate, pro populo (253). 
Estas excepciones vienen dadas por su propia naturaleza; en relación con la pri-
mera, ya hemos visto anteriormente que era el tutor el que actuaba en nombre del 
pupilo. Pro libertate ya que se trata de vindicar un esclavo su libertad y, al no ser 
capaz, precisa alguien que actúe por él (adsertor libertatis) y pro populo ya que al 
ejercer una acción popular se supone está litigando en nombre del pueblo. 
Aparte de estas excepciones la lex Hostilia (254) recoge otros tantos casos que 
permiten la representación excepcionalmente: 
... praeter ea lege hostilia permissum erat furti agere eorum nomi-
ne, qui apud hostes essent, aut reipublicae causa abesent, quive in 
eorum cuius tutela essent ... coeperunt homines per procuratores litiga-
re; nam et morbus, et actas, et necessaria peregrinatio, itemque aliae 
multae causae saepe hominibus impedimento sunt, quo minus rem 
suam ipsi exequi possint. 
La ley trata de dar solución a aquellos casos en los que hallándose ausente una 
persona por causa pública, alguien pudiera hacerse cargo del litigio si había sido 
dañado en sus bienes. 
Abundando más en ella vemos que también admitió la figura del procurador en 
el procedimiento de las legis actiones, en aquellos litigios en los que fuera parte una 
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persona que se viera incapacitada para acudir a ellos, bien por motivos de enferme-
dad o por avanzada edad. 
Todo esto sufrió una evolución en el proceso firmulario; no ya como medida 
excepcional, sino cuando conviniese a algunas de las partes, podrían hacerse repre-
sentar por medio de procurador. 
Sería en el cognitor en quien recaería la sentencia, tanto fuera favorable o no, 
debido a que en principio no se admitió la representación directa y, por tanto, tam-
bién sería a él a quien se concedería la actio iudicati para solicitar la ejecución de la 
sentencia. 
Paulatinamente se fueron creando fórmulas que evitaran los inconvenientes pro-
pios de este tipo de representación, de manera que al actuar el procurador en nom-
bre del demandante se considerase como si fuera él mismo (255). 
Se admitió la posibilidad de conceder la actio iudicati al demandante que 
habiéndole sido favorable la sentencia pudiera ejercerla sobre el demandado, obte-
niendo por si mismo los resultados de la sentencia (256). 
Distinto sería cuando el cognitor hubiera sido nombrado por el demandado, 
pues en este caso se le exigiría una garantía que cubriese el riesgo de insolvencia del 
representante. 
También debemos insistir en que la evolución se produjo en el mismo mandato 
recibido por el procurator, pues mientras que en un principio actuaba por mandato 
expreso y solemne de las partes, poterirmente lo hacía tan sólo en virtud de un man-
dato genuino anterior a la litis contestatio y ni siquiera se precisa el conocimiento 
ni la presencia de la otra parte litigante. 
Este modo de actuar creaba cierta inseguridad en la parte contraria, que no 
podía saber si actuaba en nombre propio o en el del litigante y además desde el 
momento que la acción no era consumida, el dominus negotii podía, si la sentencia 
obtenida por el procurator no les satisfacía, reproducir él mismo la acción. Para 
evitar estos inconvenientes se exigió al procurador una garantía por la que respondía 
de que el dominus negotii acatara el resultado del litigio, cualquiera que fuera. Ésta 
es la llamada cautio de rato o cautio ratam rem dominus habiturum. 
La pregunta que nos surge después de estas consideraciones es de si puede apli-
carse o no al compromiso: ¿cabe la actuación de un procurator por alguna de las 
partes compromisarias? 
Somos partidarios de aceptar la representación en el compromiso debido a que 
en el arbitraje no se producen los mismos efectos que produce el proceso y no por-
que no se consumiese la acción al actuar el procurator, sino porque la sentencia 
emitida por el árbitro no produce los efectos de cosa juzgada propios de una deci-
sión judicial. 
Además existe la posibilidad de que pueda deducirse en un proceso posterior-
mente, si la sentencia no es del agrado de una de las partes. Independiente todo ello 
de que aquí no cabe el ejercicio de la actio iudicati por parte de aquél a quien ha 
favorecido la sentencia, pues, como ya hemos dicho anteriormente, el efecto mismo 
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del compromiso es del pago de la pena por el incumplimiento de la sentencia y no 
cabe el perseguir su ejecución. Por todo ello consideramos que ofrece menos difi-
cultades la representación en un arbitraje. 
No parece tampoco necesaria la ratificación por parte del litigante a quien 
representa, debido a que si se diera la hipótesis de que el dominus no respetara la 
sentencia del árbitro, la falta de ratihabitio conllevaría la stipulatio committur. 
5. OBLIGACIONES DE LAS PARTES 
5.1. Obligaciones de las partes antes de la sentencia 
Es posible distinguir dos clases de obligaciones en el compromiso concluido 
por las partes. Unas son las que pesan sobre los litigantes hasta el momento en que 
el árbitro pronuncia la sentencia e impiden que puedan hacer cualquier cosa que 
obstaculice el curso de la sentencia del árbitro. Otras son las que nacen en el 
momento en que la sentencia se dicta, debiendo someterse a ella las partes, sea cual 
fuere el resultado. La sanción es la misma para estas dos clases de obligaciones y el 
litigante que las viola incurre en la pena prevista. 
Hasta el momento en que el árbitro dicte la sentencia, sus decisiones deben ser 
obedecidas por las partes, siempre que se mantenga dentro de los términos fijados 
por el compromiso. Puede convocar a los litigantes cuando lo considere necesario, 
aunque éstos no incurran en pena más que en el caso de que su resistencia o desobe-
diencia impida que la sentencia sea pronunciada. Si la negligencia de las partes no 
dificulta el término del compromiso, no serán castigadas, por lo que no se verá afec-
tada más que la parte que fuera considerada culpable. No se incurre en la pena del 
compromiso más que en aquellos casos concretos en que el árbitro hubiera ordena-
do pagar dinero o prestar una determinada actividad. En los demás casos, la partes 
pueden negarse a obedecer, o a declarar los nombres de los testigos reclamados en 
virtud de una decisión arbitral: 
Non ex omnibus causis, ex quibus arbitri paritum sententiae non 
est, poena ex compromisso committitur, sed ex bis duntaxat, quae ad 
solutionem pecuniae, aut operan praebendam pertinent. Item contu-
maciam litigatoris arbiter punire poterit pecuniam eum adversario 
dare iubendo; quo in numero haberi non oportet, si testium nomina ex 
sententia arbitri exhibita non sunt (257). 
A propósito del caso en que la rebeldía de una de las partes litigantes impidiera 
al árbitro dictar sentencia, esa actitud sería considerada como un hecho grave, de 
acuerdo con lo que dice Paulo en el Libro XIII ad Edictum (258). Cuando las par-
tes no están presentes en el momento en que se pronuncia la sentencia, ésta será 
considerada inválida, a menos que las partes se hayan manifestado de forma expresa 
en sentido contrario. 
Por otra parte puede considerarse fundada la opinión de Declareuil que piensa 
que la misma solución debe darse para el caso en que las partes se hubieran hecho 
representar por procuratores, cuando el árbitro les hubiera ordenado estar presentes 
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en persona. Al contrario, según el mismo autor, si la misma convocatoria hubiera 
sido dirigida al heredero mencionado en el compromiso, su desobedencia al iussum 
arbitri no impediría el dictar sentencia (259). 
Si una de las partes estaba sometida a tutela, el tutor debía estar presente (260). 
En caso de locura, la sentencia sólo podía ser pronunciada estando presente el cura-
tor, de modo que si esto no ocurría, el arbiter debía abstenerse (261). 
En cuanto a la forma de convocar a las partes, no existía una concreta determi-
nada, sino que podía hacerse a través de un medio cualquiera (vel per nuntium, vel 
per epistolam) (262). Pero para que se incurriera en la pena era necesario que la 
ausencia de la parte fuera la causa principal de la imposibilidad de la sentencia. 
Pomponio plantea el supuesto siguiente: un árbitro ordenó que se compareciera en 
las Kalendas de enero, pero falleció antes de ese día, no compareciendo uno de los 
litigantes. Según el jurista no cabe duda de que en manera alguna se incurrió en la 
pena, ya que tratándose de aquel árbitro que él mismo no se hubiera presentado, no 
se incurre en la pena, de acuerdo con la doctrina sentada por Aristón y Casio: 
Arbiter Kalendis Ianuariis adesse iussit, et ante eum diem decessit, 
alter ex litigatoribus non adfuit; procul dubio poena minime commissa 
est. Nam et Cassium audisse se dicentem Aristo ait, in eo arbitro, qui 
ipse non venisset, non esse commissam; quemadmodum Servius ait, si 
per stipulatorem stet, quo minus accipiat, non comitti poenam (263). 
Idéntica solución debería darse si el árbitro dejara pasar el término fijado por el 
compromiso, ya que, en este caso, su misión habría terminado y no tendría ya el 
derecho ni de convocar a las partes ni de pronunciar la sentencia (264). En el caso 
de que un litigante hubiera impedido llevar a término el compromiso, es evidente 
que no podría valerse contra el otro aduciendo el defecto de ese compromissum 
(265). 
Pero como afirma Declareuil (266), aparte de estas circunstancias particulares 
en que la contumacia de un litigante quedaba cubierta ya sea por un caso fortuito o 
por una falta del árbitro o de la otra parte, había otros casos en los que el pretor 
admitió la existencia de excusas legítimas. En los textos del Digesto se encuentran 
ejemplos muy ilustrativos de ello: 
Si quis ex litigatoribus ideo non adfuerit, quod valetudine, vel 
Reipublicae causa absentia impeditus sit, aut Magistratu, aut alia insta 
de causa, poenam committi Proculus et Atilicinus aiunt; sed si paratus 
sit in eundem compromittere, actionem denegari, aut exceptione tutum 
fore. Sed hoc ita demum verum erit, si arbiter recipere in se arbitrium 
fuerit paratus; nam invitum non esse cogendum lulianos libro quarto 
Digestorum recte scribit; ipse autem nihilo minus poena absolvitur 
(266). 
Este texto pone de manifiesto cómo fue atenuándose con el tiempo el rigor con 
que se aplicaba el derecho originariamente. En efecto, desde el momento de que la 
falta de sentencia era resultado de un hecho de una de las partes, se incurría en la 
pena. La estipulación era strictis iuris, de modo que no importaba que la ausencia 
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estuviera motivada por la salud de quien no se presentaba, o por cualquiera de las 
razones a que se alude en el texto. 
Después de un proceso de evolución, se terminó por decidir que no podía incu-
rriese en la pena más que por la ausencia del deudor. Ulpiano, apoyándose en pasa-
jes de Celso dice textualmente: 
ldem ait, si iusserit me tibi dare, et valetudine sis impeditus, quo 
minos accipias, aut alia iusta ex causa, Proculum existimare, poenam 
non committi, nec si post Kalendas te parato accipere non dem. Sed 
ipse recte putat duo esse arbitri praecepta, unum pecuniam dari, aliud 
intra Kalendas dari, licet igitur in poenam non committas, quod intra 
kalendas non dederis, quoniam per te non stetit, tamen committis in 
eam partem, quod non das (267). 
Teniendo en cuenta la evolución que tuvo lugar en esta materia, hay que desta-
car que, si al principio se incurría en la pena por el solo hecho de la no ejecución de 
la sentencia, sin que fuera necesario investigar si hubo o no falta, se trataba de una 
solución que tiene una explicación lógica. En efecto, Declareuil ha subrayado explí-
citamente lo siguiente: Cette solution se rattache a cette idée, déja exprimée, que 
la fa u te résultant de la responsabilité de l'homme n 'a pas été aper~ue a l'origi-
ne. On l'a confondue avec le dommage involontairement causé (268). 
Posteriormente, cuando la capacidad de análisis fue desarrollándose en la con-
ciencia romana, esta asimilación fue considerada como algo chocante, comenzándo-
se a usar el procedimiento a que hace referencia el texto del Digesto citado anterior-
mente (269) y aplicándose después el principio que aparece en los textos propios de 
la época clásica, a saber, que obedecer a la sentencia consiste en hacer lo que depen-
de de uno mismo para ejecutar esa sentencia: 
... nihil aliud esse sententiae stare posse, quam id agere, quantum in 
ipso sit, ut arbitri pareatur sententiae (270). 
No se incurre en la pena más que cuando existe falta, y, por otra parte, debe 
subrayarse que las partes quedaron siempre libres de dejar los casos fortuitos a car-
go del promissor y de mantener de este modo voluntariamente las consecuencias 
que se derivan del antiguo derecho. 
Estas reglas no se aplican sólo a la contumacia o a la falta de una de las partes, 
sino también a todos los actos por los que pueden impedir o retrasar la sentencia. 
Puede acontecer que ésta no se diera a causa de maniobras dolosas de una de las 
partes. En este caso se incurre siempre en pena, tal como subraya explícitamente 
Ulpiano: 
Et si quis praesens arbitrum sententiam dicere prohibuit, poena 
committetur (271). 
Lo mismo ocurre cuando, a pesar del compromissum, uno de los litigantes 
decide recurrir a la jurisdicción ordinaria. El compromiso no ha extinguido la anti-
gua acción y nada puede oponerse a que la causa siga su curso delante de los tribu-
nales, que no pueden negarse a juzgar. Algunos jurisconsultos consideraban esta 
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solución tan evidente que no veían en ella más que un hecho completamente natural 
que extinguía el compromiso y hacía imposible incurrir en pena. Pero esto era un 
error evidente, ya que, según observa Ulpiano, con su sistema una de las partes 
hubiera podido violar a su antojo un pacto garantizado por una stipulatio poenae. 
En realidad, la sentencia se ha hecho imposible porque la pena ya se ha cometido. 
El pretor no forzará ya al árbitro a pronunciarse pero concederá la fórmula de la 
actio poenae contra la parte culpable, tal como se lee en un pasaje importante de 
Paulo en sus Comentarios al Edicto: 
Si quis rem, de qua compromissum sit, in iudicium deducat, qui-
dam dicunt, Praetorem non intervemire ad cogendum arbitrum sen-
tentiam dicere, quia iam poena non potest esse, atque si solutum est 
compromissum. Sed si hoc obtinuerit, futurum est, ut in potestate eius, 
quem poenitet compromisisse, sit compromissum eludere. Ergo adver-
sos eum poena committenda est lite apud iudicem suo ordine peragen-
da (272). 
A propósito de las últimas palabras de este pasaje ( .. .lite apud iudicem suo 
ordine peragenda), se han planteado cuestiones de diverso orden que han inducido 
a algunos a considerar tales palabras como producto de una interpolación llevada a 
cabo por Triboniano, basándose en que en la época de éste todós los juicios eran 
extraordinarios y los asuntos se llevaban y se apelaban ante los magistrados siguien-
do una jerarquía. Aunque esto fuera posible, el principio que se enuncia en el pasaje 
De iudiciis queda perfectamente establecido, no pudiéndose atribuir a Triboniano 
haber interpolado el texto de Marcelo en que se dice: 
ubi acceptum est semel iudicium, ibi et finem accipere debet (273). 
La consecuencia de este principio es que la parte que ejercita tal acción viola el 
compromiso, y por tanto, incurre en la pena. Esa acción sigue su curso, pudiendo 
triunfar o no, pero en ambos casos la parte deberá pagar la pena. La litis contestatio 
no tendrá ninguna influencia sobre la stipulatio poenae, ya que esta stipulatio no 
depende en absoluto de la obligación que va a ser objeto del proceso. Idéntico prin-
cipio encontramos también formulado en el Codex Gregorianos, en una constitu-
ción de Diocleciano y de Maximino, cuando se afirma que, quien contrariamente al 
compromiso, intente la acción del contrato, incurrirá en pena, pero no puede opo-
nérsele una exceptio (274 ). 
En un primer momento esto parece oponerse a lo que afirma Ulpiano cuando 
dice que si después de abandonar el arbitraje las partes acuden ante el juez y des-
pués deciden volver de nuevo al árbitro, pueden hacerlo. La cuestión que se plantea 
es: ¿cómo puede hacerse esto si todo juicio comenzado debe necesariamente seguir 
su curso? La contradicción entre ambos textos es sólo aparente, porque se puede 
uno comprometer sobre un litigio pendiente ante un juez, ya que hasta la litis con-
testatio las partes son libres para acudir, si lo desean, ante un árbitro que dirima la 
controversia existente entre ellas. En la época clásica se impuso una nueva regla 
según la cual omnia iudicia absolutoria sunt (275) en virtud de la cual el juez 
podía absolver al que debiera ser condenado, si antes de ser juzgada la cuestión 
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satisfacía al actor, a pesar de que cuando se hizo cargo de la demanda se encontraba 
en la situación de que debiera ser condenado. 
5.2. Obligaciones de las partes después de la sentencia 
Una vez pronunciada la sentencia las partes tienen el deber de ejecutarla y obe-
decerla, ya sea justa o injusta, ya que a eso precisamente se han comprometido. 
Ulpiano afirma explícitamente: 
Stari debet autem sententiae arbitri, quam de re dixerit, sive 
aequa, sive iniqua sit; et sibi imputet, qui compromisit. Nam et Divi Pii 
Rescripto adiciitur: "vel minus probabilem sententiam aequo animo 
ferre debet" (276). 
La sentencia dictada puede absolver al reus. En ese caso, si el petitor intenta 
contra él una acción, el reus no podrá oponerle una exceptio sino que incurrirá en la 
pena, pudiendo intentar una actio poenae. Por el contrario, si el demandado es con-
denado, el demandante puede perseguir la pena ante la negativa del demandado a 
ejecutar la sentencia. 
Existen dos stipulationes poenae. Cada una de las partes puede incurrir en la 
pena si se niega a que la sentencia sea ejecutada. La pregunta que se plantea es a 
propósito del significado que deba darse a la obediencia a la sentencia. 
Anteriormente hemos señalado que obedecer la sentencia consiste en ejecutar mate-
rialmente la orden dada por el árbitro. Así era originalmente, pero la práctica y un 
análisis más exacto de los hechos jurídicos impusieron la idea de que obedecer a la 
sentencia era hacer lo que dependía de uno para ejecutarla y que, esto supuesto, no 
se incurría en la pena estipulada (277). Para incurrir en la pena es preciso haber 
cometido una falta que puede resultar de dos órdenes de hechos diferentes, a saber, 
el rechazo a ejecutar la sentencia o bien la negligencia total o parcial y, por otra par-
te, la mora. 
La no ejecución total y dolosa entraña incurrir en pena, porque ésta es el único 
medio de obligar a ello. Se incurre en la pena sin que sea preciso investigar si la 
parte ganadora tiene interés o no en que la sentencia sea ejecutada. Modestino afir-
ma a este propósito en el Liber VI Regularum lo siguiente: 
Quum poena ex compromisso petitur, is qui commisit, damnandus 
est; nec interest, an adversarii eius interfuit, arbitri sententia stari, nec 
ne (278). 
En caso de inejecución parcial se incurre en la pena por el todo, cuando la obli-
gación que resulta de la sentencia es indivisible o cuando la voluntad de las partes 
es que se incurra en la pena in solidum. Tal era, al menos, la solución que prevale-
cía en la época clásica. Otra duda se plantea respecto a si la pena se acumula con el 
objeto de la obligación principal o reemplaza a éste. Los textos muestran que en 
estos casos se daba prevalencia a la voluntad de las partes y el silencio se presumía 
en favor de la no acumulación. 
La teoría de la no acumulación y la que se refiere a la falta del deudor, exigida 
para que incurra en pena, se desarrollaron al mismo tiempo, siguiendo las mismas 
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fases. En la época clásica se exigía siempre, para incurrir en pena, que existiera la 
falta por parte del deudor, según vimos anteriormente. Ahora bien, ello exige refe-
rirse explícitamente a las consecuencias que se derivan de este planteamiento. Ante 
todo no se incurrirá en pena cuando el deudor se vea imposibilitado para ejecutar la 
sentencia. Tal imposibilidad puede deberse a causas diversas, como puede ser el 
caso fortuito, o bien, extraño a las dos partes o de un hecho de una de las partes. En 
el primer caso es evidente que no existe pena ya que nadie está obligado a lo impo-
sible. Si el hecho que motiva la imposibilidad es imputable al acreedor no se incurre 
en la pena ipso iure, de acuerdo con la afirmación que hace Celso cuando escribe: 
... si arbiter me tibi certa die pecuniam dare iusserit, tu accipere 
noluisti, posse defendí, ipso iure poenam non committi (279). 
En este texto se trata de un demandante que no ha querido recibir la suma que le 
ofrecía el demandado, de acuerdo con la sentencia del árbitro. Ahora bien, hubo ini-
cialmente una cierta vacilación en la doctrina, tal como se refleja en las palabras 
posse defendí del texto citado. Otros textos admiten la concesión de una exceptio al 
deudor si la no ejecución tuvo lugar por el hecho del acreedor. Pero Ulpiano no 
admitiendo la exceptio y decidiendo que la demanda del acreedor será rechazada 
ipso iure, reproduce la doctrina que había definitivamente triunfado anteriormente. 
Por otra parte no es necesario que exista dolo por parte del acreedor, basta su 
hecho, supuesto que no ha actuado en el ejercicio legítimo de un derecho. Paulo 
añade que si más tarde el acreedor se declara dispuesto a recibir deberá ser pagado, 
puesto que hasta ese momento la orden del árbitro no se ha ejecutado: 
sed si postea ille paratus sit accipere, non impune me non datu-
rum; non enim ante feceram (280). 
Así pues, el hecho del acreedor, que impide que no se incurra en pena no libera 
al deudor y la deuda subsiste. La imposibilidad puede nacer en la persona del 
demandante. Antiguamente la pena era siempre debida y ésta era todavía la opinión 
de Labeón. Suponiendo que el deudor hubiera muerto, este jurista decide que la 
pena deberá ser pagada aunque el heredero se presentara ofreciéndose a ejecutar la 
sentencia. Para decidir así, Labeón se basa en una verdad evidente, a saber, que una 
vez muerto el deudor, existe la seguridad de que no pagará. Por tanto, se incurre en 
la pena incluso antes del tiempo en que podría existir la mora. Este tigor desaparece 
en tiempos de Ulpiano. El heredero representaba al difunto en todo y para todo y no 
se podían rechazar sus ofertas; como observa Declareuil, este nuevo derecho era 
tanto más racional que si le défendeur avait eu gain de cause et que, aprés sa 
mort son héritier eftt intenté l'action primitive, il n'y avait pas I'ombre d'un 
doute que la peine eut été encourue par lui (281). Estando obligado el heredero a 
respetar la sentencia si no quiere incurrir en la pena, no es justo castigarle cuando 
cumple su deber. El testimonio de Ulpiano es explícito en este sentido: 
Si heredis mentio vel ceterorum facta in compromisso non fuerit, 
morte solvetur compromissum; nec utimur Labeonis sententia, qui 
existimavit, si arbiter aliquem pecuniam dare iusserit, et is decesserit 
antequam daret, poenam committi, licet heres eius paratus sit oferre 
(282). 
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Dijimos anteriormente que para incurrir en la pena era preciso haber cometido 
una falta y que ésta podía resultar no sólo del rechazo a ejecutar la sentencia, o de la 
negligencia al hacerlo, sino también de la mora. 
En efecto, el árbitro puede haber indicado en la sentencia un plazo para ejecu-
tarla, o bien no haberlo hecho. Si ha señalado ese plazo se incurre en la pena al ven-
cimiento del mismo y una oferta tardía no puede salvar al deudor. Pero en el caso de 
que no haya fijado un plazo, ¿cuándo podrá decirse que el deudor está en mora? En 
primer lugar habrá que concederle un quoddam modicum tempus, después del 
cual el acreedor podrá dirigirle una interpellatio que le constituirá en mora y que 
no será irrevocable como en el primer caso. Esta mora no tendrá por efecto más que 
hacer que pase el pago de la pena a un primer plano, esto es, hacer de él la obliga-
ción principal. Pero el deudor conservará siempre in facultate solutionis hasta la 
litis contestatio. He aquí cómo se expresa Ulpiano: 
Intra quantum autem temporis, nisi detur, quod arbiter iusserit, 
committatur stipulatio, videndum est. Et si quidem dies adiectus non 
sit, Celsus scribit libro secundo Digestorum, inesse quoddam modicum 
tempus, quod ubi praeterierit, poena statim peti potest; et tamen, 
inquit, etsi dederit ante acceptum iudicium, agi ex stipulatu non poterit 
(283). 
Incluso en el primer caso, cuando la sentencia ha fijado un plazo y el deudor 
está en mora, puede ofrecer el pago. Si el acreedor acepta ya no podrá actuar ex sti-
pulatu sin que se le oponga la exceptio dolí mali. Sin embargo, esta facultad de 
exigir la pena o de aceptar las ofertas que le son hechas pertenece totalmente al 
acreedor, el cual actuará conforme a sus intereses. Un caso fortuito puede incluso 
hacer la oferta imposible. Cosa muy distinta ocurre cuando el deudor todavía no 
está en mora; el caso fortuito no le hace ya temer una reclamación de la poena 
compromissaria, porque basta que haya hecho lo que estaba en su poder para que 
la sentencia fuera ejecutada, según vimos anteriormente (284). En efecto, Celso pre-
sentaba el caso siguiente: Yo he sido condenado por un árbitro a pagarte una deter-
minada suma y, a causa de una enfermedad, tú no has podido recibirla antes de las 
Kalendas de Marzo, época determinada por el árbitro. Próculo piensa que no se 
incurre en la pena, porque la no ejecución no ha dependido de mí. En cambio, Celso 
divide las órdenes del árbitro del modo siguiente: 1) pagar una suma de dinero; 2) 
pagarle antes de las Kalendas. Esta última obligación es la única que queda extin-
guida por el caso fortuito. La obligación de pagar subsiste siempre garantizada por 
la pena. He aquí las palabras textuales de Ulpiano en el libro XIII de los 
Comentarios al Edicto: 
ldem ait, si iusserit me tibi dare, et valetudine sis impeditus, quo 
minos accripias, aut alia insta ex causa, Proculum existimare, poenam 
non committi, nec si post Kalendas te parato accipere non dem. Sed 
ipse recte putat duo esse arbitri praecepta, unum pecuniam dari, aliud 
intra Kalendas dari, licet igitur in poenam non committas, quod intra 
Kalendas non dederis, quoniam per te non stetit, tamen committis in 
eam partem, quod non das (285). 
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A fin de completar la doctrina expuesta sobre las obligaciones de las partes, hay 
que hacer también referencia a los herederos. En efecto, el compromissum no pasa 
ad heredem, a no ser que las partes hayan insertado en él una cláusula especial ut 
transeat ad heredem. Si es así, el compromiso vale contra el heredero, en cual-
quier momento que sobrevenga la muerte de su autor, mientras que si la cláusula no 
ha sido insertada el compromissum no pasa a los herederos. La muerte del compro-
misario extingue el pacto, y vemos que Labeón decide todavía que la muerte de uno 
de los que han contraído el compromiso lleva consigo el incurrir en la pena, aunque 
el heredero ofreciera cumplir la sentencia. Pero posteriormente parece que esta doc-
trina ha sido abandonada de acuerdo con la expresión usada por Ulpiano: nec uti-
mur Labeonis sententia. De ahí se concluía que, una vez pronunciada la sentencia, 
las partes transmitían a sus herederos sus obligaciones y derechos: 
Si heredis mentio vel ceterorum facta in compromisso non fuerit, 
morte solvetur compromissum; nec utimur Lebeonis sententia, qui 
existimavit, si arbiter aliquem pecuniam dare iusserit, et is decesserit 
antequam daret, poenam committi, licet heres eius paratus sit oferre 
(286). 
En la gestión del negocio el dominus no está obligado más que cuando lo ha 
ratificado. Pero el gestor no tiene necesidad de ofrecerla cautio de rato, puesto que 
si la sentencia no se cumple ese gestor incurrirá en la pena. Y lo mismo acontece 
con el procurator. 
Sería también desobedecer al árbitro si, lo que él ha prohibido al demandado se 
pidiera a su fideiussor, porque éste tiene un recurso contra el reos. No hay ninguna 
duda de que se incurrirá en la pena. Pero si el compromiso ha sido hecho con el 
fideiussor y éste, habiendo sido absuelto, se dirige al demandante no se incurre en 
la pena puesto que, en general, el fideiussor no tiene interés en que el demandado 
sea perseguido judicialmente. En caso de que tal interés existiera (por ejemplo, si el 
demandado fuera el procurator del fideiussor) habría que decidir que la pena es 
debida, puesto que el procurator, que tiene una acción para recurrir contra el domi-
nus, éste no sacaría provecho de la sentencia favorable del árbitro (287). 
6. EFECTOS 
6.1. El pago de la pena 
Al hablar de la naturaleza del compromissum concluímos que de éste no sur-
gen ni la actio iudicati ni la exceptio correspondiente. La sentencia del árbitro no 
es enteramente asimilable a la del juez. 
Efecto único del compromissum es la obligación de las partes al pago de la 
pena, condicionada al incumplimiento de la sentencia, ya que a ello se comprome-
tieron y para garantizar su cumplimiento estipularon una pena, que será abonada por 
la parte que, considerándose perjudicada en sus intereses, no la acate. Y por esto: a) 
la decisión del árbitro no da lugar a una acción ejecutiva (288), sino que es presu-
puesto de la actio ex stipulatu contra el que no la haya respetado; b) el compromiso 
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no preclude en modo alguno la potestas agendi; la parte que no estuviera de acuer-
do con el laudo arbitral podía acudir a juicio y la única consecuencia dañosa es que 
se exponía al pago de la pena por no haber acatado la sentencia. 
La pureza de estos principios se conservó hasta época tardía, ya que todavía les 
encontramos consagrados en las Pauli Sententiae donde expresamente se afirma 
que: 
ex compromisso autem iudex sumptus rem iudicatam non facit, sed 
si poena inter eos promissa sit, postea re in iudicium deducta, ea ex sti-
pulatu peti potest (289). 
Por ello, como acertadamente afirma Bonifacio, e giustificata ragione di stu-
pore, leggere in qualche frammento della Compilazione giustinianea l'afferma-
zione che del compromesso nasce anche una cosidetta "exceptio veluti pacti" 
(290), la cual, en modo alguno, puede ser considerada de origen clásico (291f La 
existencia de esta exceptio no sólo contradice a toda la estructura del instituto, sino 
que también es explícitamente negada en dos textos: uno, inserto en la Compilación 
(donde, encuadrado en el sistema justinianeo, es referido obviamente a la exceptio 
rei iudicatae), es de Ulpiano y en él se lee: 
Ex compromisso placet exceptionere. non nasci, sed poenae petitio-
nem (292). 
en el otro, extraído del Codex Gregorianos y transmitido en Cons., 9, 17, se afir-
ma: 
Qui contra arbitri sententiam petit, sola in eum poenae actio ex 
compromisso competit, non etiam conceptio pacti conventi. 
Poniendo este fragmento en relación con la afirmación de Justiniano (Quum 
antea sancitum fuerat in arbitris eligendis ... si quidem pro parte pulsata forma 
arbitralis procederet, exceptionem ei veluti pacti generari ... ) (293) de que la 
exceptio veluti pacti tiene su origen en una reglamentación del instituto anterior a 
él, ha llevado a Rotondi a la conclusión de que es un producto de las escuelas post-
clásicas orientales (294). 
6.2. Imposibilidad de apelación 
Después de la institución de la apelación, en tiempos de Augusto, no puede ser 
objeto de ella la sentencia arbitral. Son numerosos los rescriptos que así lo han deci-
dido aduciendo las siguientes razones: 1 º Que no surge del compromiso la actio 
iudicati. Ahora bien, nadie puede apelar para evitar esta acción, que, en el compro-
miso, a nadie amenaza. 2º La pena que se ha estipulado entre las partes tiene preci-
samente como fin el impedir un nuevo debate; el compromiso tiene por objeto poner 
término a un proceso y no perpetuarlo. Esta es la razón por qué el pretor lo favore-
ce; no debiendo de servir de punto de partida a una serie interminable de apelacio-
nes que, de magistrado en magistrado, podrán llegar hasta el emperador. 
Pero las partes podrían haber sido defraudadas en su confianza; podía suceder 
que el árbitro se equivoque y esto era lo peor para las partes. En derecho, el árbitro 
no podía equivocarse, puesto que él no estaba obligado a juzgar según las leyes 
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(295). De hecho, la cosa podía ser bastante frecuente, y esto obligaría a los litigantes 
a escoger un árbitro más entendido, más inteligente, y a él explicarle mejor sus res-
pectivos derechos (296). 
Si el árbitro había actuado de mala fe, durante mucho tiempo, nada podía hacer-
se para remediarlo; la sentencia, justa o injusta, se imponía. Posteriormente, se 
reglamentó la exceptio, de la que hemos escrito anteriormente, y que pensamos apa-
rece en un escrito de Antonio Pío y, posteriormente, en otro de Diocleciano (297). 
Para el caso de que uno de los árbitros hubiese aparecido siendo manifiestamen-
te enemigo por otras causas, y reconvenido también con las pruebas para que no 
pronunciase sentencia, hubiese perseverado, no obstante, en pronunciarla sin apre-
miarle nadie, el emperador Antonio Pío proveyó al libelo de uno que se querelló de 
esto, posse eum uti doli mali exceptione (298). 
Y el mismo Antonio Pío, siendo consultado por un juez, ante quien se pedía la 
pena, respondió por rescripto: 
etiam si appellari non potest, doli mali exceptionem in poenae peti-
tione obstaturam. Per hanc ergo exceptionem quaedam appellandi spe-
cies est, quum liceat retractare de sententia arbitri (299). 
Esta excepción, permitiendo al juez reformar la sentencia, suplía a la apelación. 
6.3. Compromissum y praescriptio temporis 
Durante mucho tiempo el compromiso fue considerado como algo al margen de 
la organización judicial, como un simple contrato. Hasta Justiniano no tuvo ninguno 
de los efectos que llevan consigo las distintas instancias judiciales. En particular, no 
tuvo el de interrumpir la prescripción. Justiniano pone fin a este estado de cosas. 
Aunque ni ignoramos, dice él, la opinión de Paulo, ni la de los otros iurisprudentes 
que han tratado de la materia que nos ocupa, decide que el compromissum hecho 
en presencia de un árbitro interrumpa la praescriptio temporis, como si el litigio 
hubiera sido llevado delante de la jurisdicción ordinaria. Justiniano no dice cuál será 
el punto de partida de la interrupción, pero estas palabras conventum in scriptis 
apud compromissarium iudicem, supondrían evidentemente la aceptación del 
árbitro; por lo demás, a partir de esta aceptación, es cuando el compromiso es defi-
nitivo (300). 
6.4. ¿Exceptio de litispendentia? 
Debemos tratar otra cuestión importante respect0 a los efectos producidos por 
el compromiso. ¿Puede oponerse la exceptio de litis pendentia cuando una contro-
versia es objeto de compromissum? En el derecho antejustiniano, que tiende a asi-
milar cada vez más el compromiso al juicio, podemos preguntarnos si el derecho 
fue cambiado sobre el particular. Ningún texto nos permite afirmarlo. Parece, más 
bien, que 1 ustiniano no concedió al compromiso efecto alguno novatorio, que lo 
dejó, como en el derecho anterior, completamente independiente de la obligación 
primitiva. Así pues, entiendo que continúa teniendo fundamento la opinión manteni-
da por Declareuil (301) de que, incluso bajo Justiniano, el compromissum no podía 
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dar nacimiento a una exceptio de litispendentia. En efecto, ambas cuestiones están 
estrechamente ligadas una a otra, de modo que si el compromiso no impide intentar 
la actio primitiva, no existe lógicamente exceptio de litispendentia. Cosa distinta 
ocurre en la instancia judicial, en la que las partes, comprometiéndose por la litis 
contestatio a obedecer a la sentencia del juez, hacen una novatio. La antigua obli-
gatio se ha extinguido, por lo que no es posible apoyarse en ella para introducir una 
nueva instancia, ni antes ni después del juicio. Era, pues, natural, que, en el com-
promissum una causa diferente tuviera efectos diferentes. 
7. EXTINCIÓN 
Para entender plenamente la configuración romana del compromissum, es con-
veniente tener presente las causas de extinción del mismo, partiendo del texto fun-
damental de Paulo en su libro XIII ad Edictum: 
Summa rei est, ut praetor se non interponat, sive initio nullum sit 
compromissum, sive sit, sed pendeat, an ex eo poena exigí potest, sive 
postea deficiat poena compromisso soluto die, morte, acceptilatione, 
iudicio, pacto (302). 
Así pues, la primera causa de extinción sería el transcurso del plazo del tiempo 
que, en expresión de Talamanca, debe considerarse de escasa relevancia, ya que no 
plantea problema especial alguno. Por otra parte, y de acuerdo con el mismo roma-
nista (303), el dieses inherente a la conventio compromissi, al fijar el plazo dentro 
del cual el árbitro puede promulgar una sentencia válida. En consecuencia, influye 
de forma mediata sobre las estipulaciones compromissi. 
Otro supuesto de extinción del compromissum es la realización de una accep-
tilatio sobre la pena comprometida. En su Comentario al Edictum, Ulpiano afirma: 
Pomponius ait, et si altero accepto lata sit poena compromissi, non 
debere eum compelli sententiam dicere (304). 
Refiriéndose a la dificultad que entraña el hecho de que en el pasaje citado de 
Paulo aparezca el término iudicio, Talamanca ha subyarado que existe una cone-
xión de iudicium con acceptilatio y pactum. Si estos dos últimos son hechos que 
extinguen una de las estipulaciones penales, aquél debe tener también la misma 
naturaleza. En este sentido, es natural pensar que el jurista quiso referirse a la litis 
contestatio sobre la actio ex stipulatu para conseguir la pena: ésta produce, por sí 
sola, la extinción del compromissum, ya se haya verificado o no la commissio poe-
nae, sobre la base del efecto extintivo que le es propio en el procedimiento formula-
rio romano (305). 
La commissio poenae es otro hecho extintivo a que hace referencia Paulo 
diciendo: 
Non cogetur arbiter sententiam dicere, si poena commissa sit, 
Semel commissa poena solvi compromissum rectius puto dici nec 
amplius posse committi, nisi id actum sit, ut in singulas causas totiens 
committatur (306). 
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Para entender el primero de estos pasajes citados, es preciso tener presente otro 
texto del mismo jurista en el que se dice que si alguno dedujera en juicio el asunto 
sobre el cual se hubiera otorgado el compromissum, algunos afirman que el pretor 
no interviene para obligar al árbitro a pronunciar sentencia, puesto que ya no puede 
hacer nada. Pero si esto fuera así, sucedería que aquél que se arrepintiera de haberse 
comprometido, podría eludir el compromiso. Por consiguiente, habrá que imponerle 
la pena, continuando después el pleito suo ordine ante el juez (307). Los quidam 
que recuerda Paulo en el texto parecen negar que, en la deductio in iudicium del 
objeto del compromiso, existe una violación del mismo. Sin embargo, se admite 
generalmente que esta parte del pasaje citado está interpolada, aunque algunos intér-
pretes siguen manteniendo que en el Derecho clásico podría plantearse la cuestión 
de si la deductio in iudicium, a que nos hemos referido, era o no una violación del 
compromissum (308). En cualquier caso, entiendo que este planteamiento, como 
ha subrayado Talamanca, debe considerarse equivocado. En efecto, la función del 
compromissum es asegurar a las partes la solución de la convocatoria sin recurrir a 
la jurisdicción ordinaria, y es evidente que el hecho de acudir a ella debe considerar-
se como una violación del compromissum. Así, pues, el significado de pasaje y la 
opinión de esos quidam deben entenderse de otro modo, tal como se indica en D. 
34, 1, que es un pasaje del mismo Paulo: el recurso al juez ordinario produce la 
commissio poenae, y por este motivo, habiendo tenido lugar la solutio compromis-
si, el árbitro ya no puede ser obligado a pronunciar la sentencia, quia iam poena 
non potest esse. 
Por otra parte, el pasaje citado (34, 1) pone de manifiesto cuál podía ser el pro-
blema concreto que se planteó Paulo en aquella ocasión: aunque es posible que las 
partes hubieran previsto de forma expresa la commissio poenae para cada violación 
del compromissum, el problema que el jurista quiso abordar era el que se derivaba 
de la eventual aplicación al caso concreto que examinaba del principio enunciado 
por él mismo en otro pasaje. 
Idem respondit, quotiens pluribus specialiter pactis stipulatio una 
omnibus subicitur, quamvis una interrogatio et responsum unum subi-
ciatur, tamen proinde haberi, ac si singulae species in stipulationem 
deductae fuissent (309). 
La estructura del compromissum, como conjunto de estipulaciones de las que 
brotan obligaciones condicionales, explica por qué se extingue también con la 
muerte de una de las partes, cuando ésta ha tenido lugar antes de la decisión. Así lo 
expresa claramente Ulpiano diciendo: 
Si heredis mentio vel ceterorum facta in compromisso non fuerit, 
morte solvetur compromissum: nec utimur Labeonis sententia, qui 
existimavit, si arbiter aliquem pecuniam dare iusserit et is decesserit 
antequam daret, poenam committi, licet heres eius paratus sit oferre 
(310). 
Tanto en este pasaje como en otro de Juliano (311), se alude a la posibilidad de 
evitar la extinción del compromissum haciendo una heredis mentio. Como es lógi-
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co, por el carácter de reciprocidad que caracteriza las dos promesas no sería sufi-
ciente que la previsión de sucesión del heredero fuera contemplada sólo por una de 
ellas. Por esto, la transmisibilidad del vínculo existe únicamente si en ambas estipu-
laciones figura esa mención del heredero. 
Cuando Ulpiano se refiere a la Labeonis sententia, algunos autores piensan 
que este jurista negaba la intransmisibilidad del compromissum en los supuestos en 
que faltara esa heredis mentio. Más recientemente, Talamanca entiende que esta 
opinión no es aceptable en cuanto que, sobre la base precisamente de la no existen-
cia de la mentio, sostenía que la prestación, in condicione, debía ser cumplida per-
sonalmente por la parte; al morir ésta tal prestación se hace lógicamente imposible, 
y la condicio, como todas las condiciones negativas in dando e in faciendo, debe 
considerarse entonces, y sólo entonces, como verdaderamente cumplida. En otras 
palabras, aplicando rígidamente las normas sobre la condicio, el jurista, constando 
la commissio poenae, consideraba transmisible la obligación al heredero y, apoyán-
dose en el principio semel commissa poena non evanescitur, negaba que éste 
pudiera proceder a la purgatio morae (312). 
Recientemente Knütel (313) ha relacionado el pasaje citado de Ulpiano con 
otros textos del Digesto en que se alude a las consecuencias que tiene el hecho de 
que se fije o no un plazo de tiempo para cumplir la sentencia, en orden a la commis-
sio poenae. El propio Ulpiano, por ejemplo, escribe: 
Intra quantum autem temporis, nisi detur, quod arbiter iusserit, 
committatur stipulatio, videndum est. Et si quidem dies adiectus non 
sit, Celsus scribit libro secundo Digestorum, inesse quoddam modicum 
tempus, quod ubi praeterierit, poena statim peti potest; et tamen, 
inquit, etsi dederit ante acceptum iudicium, agi ex stipulatu non poterit 
(314). 
Según Knütel, en los supuestos de condena sine die adiectione, Ulpiano habría 
reconocido la posibilidad de subsanar el vencimiento. En los demás casos, sólo 
cuando el oponente se haya dispuesto a aceptar la oferta, puede desvirtuarse su 
acción para reclamar la pena mediante una exceptio doli. En suma, considera que 
Labeón se aparta en este caso de la tesis serviana. 
La extinción del compromissum, finalmente tiene lugar a causa de la muerte 
del árbitro. Pomponio, recogiendo las enseñanzas de diversos juristas, ha explicado 
este hecho diciendo: 
Arbiter kalendis Ianuariis adesse iussit et ante eum diem decessit: 
alter ex litigatoribus non adfuit. Procul dubio poena minime commissa 
est: nam et Cassium audisse se dicentem Aristo ait in eo arbitro, qui 
ipse non venisset, non esse commissam: quemadmodum Servius ait, si 
per stipulatorem stet, quo minus accipiat. Non committi poenam (315). 
96 
NOTAS 
(149) D. 4, 8, 7. pr. 
(150) D. 4, 8, 9. pr. 
(151) M. TALAMANCA, Ricerche in tema di compromissum, op. cit., p. 98 ss.; ib. 37 y ss. 
(152) Un supuesto distinto es referido por Juliano cuando afirma que si se hubiera con-traído 
el compromiso a favor de Ticio y de un esclavo, ni a Ticio se le ha de obligar a pronun-
ciar sentencia, porque con otro recibió el compromiso (quia cum alio receperit), aunque 
sea nulo el arbitraje del esclavo. Inmediatamente añade: Quid lamen, si dixerit senten-
tiam Titius? Poena non committitur, quian non, ut receperit, dixit sententiam (D. 4, 8, 7, 
1). 
(153) D. 4, 8, 9, l. 
(154) D. 4, 8, 41. 
(155) D. 4, 8, 41. 
(156) D. 4, 8, 9, 2. 
(157) D. 4, 8, 3. y 4, 8, 4. 
(158) GAYO, 1, 144. 
(159) ULP., Reg. 11, l. 
(160) lb, ib. 
(161) D. 5, 1, 12, 2. 
(162) c. 2, 56, 6. 
(163) D. 4, 8, 7. pr. 
(164) D. 4, 8, 9, 3. 
(165) WEIZAÁCRER, Rom. Schiedsrichteramt, p. 260. 
(166) M. TALAMANCA, Ricerche ... op. cit., p. 134 y ss. 
(167) C. 2, 55, 3. 
(168) D. 4, 8, 32, 14. 
(169) D. 4, 8, 15. 
(170) D. 4, 8, 16. pr. 
(171) D. 4, 8, 45. 
(172) B. MA TTHIASS, Die Entwicklung des romischen Schiedsgerichts, en Festschrift von 
Bernhard Windsscheid, 1988, p. 53. 
(173) D. 4, 8, 17, 2. 
(174)D. 4, 8, 17. 4. 
(175)D. 4, 8, 18. 
(176)D.4,8, 17,5. 
(177) D. 4, 8, 17, 6. 
(178) Cf. MATTHIASS, op. cit., p. 69; C. WEIZSAECKER, Des Romische 
Schiedsrichteramt ... , op. cit., p. 12; M. TALAMANCA, Ricerche ... , op. cit., p. 140. 
(179) M. MARRONE, L'Eficacia pregiudiciale della sentenza nel processo civile romano, en 
Annali Palermo, 24, p. 190 ss. 
(180) D. 4, 8, 21.10. 
(181) J. DAZA, Iniciaci6n histórica al Derecho Romano, Alicante, 1987, p. 249 ss. 
97 
(182) D. 4, 8, 32. 6. Algún romanista se plantea dudas acerca de la clasicidad de este fragmen-
to, por ejemplo, BESELER, Beitriige zur kritik der romischen Rechtsquellen, en 52, 66, 
(1948), p. 362. 
(183) D. 4, 8, 32, 7. 
(184) CICERÓN, Pro Ros. com., nº 6. 
(185) J. DAZA, Iniciación histórica al Derecho Romano. Alicante, 1987, p. 249 ss. Sobre la 
lex Calpurnia repetundarum y la lex Acilia repetundarum cfr., entre otros, TIBILETTI. 
Le leggi 'de iudiciis repetundarum' fino al/a guerra sociale, en Athenaeum, 1953, 
XXXI, p. 5 ss.: SERRAO, ludicia repetundarum, en "Studi Romani", 1934, vel 11, p. 2 
y SS. 
(186) J. DAZA, Iniciación histórica al Derecho Romano, op. cit., p. 250. 
(187) J. DAZA, op. cit., p. 250. Los crimina fundamentalmente serían los siguientes: perdue-
llio, homicidium, crimen falsi, peculatus, vis publica, ambitus, plagium, adulterium. 
Estos crimina eran castigados con una pena de carácter patrimonial, o con la pena capi-
tal, que podía ser sustituida, posteriormente, por el exilio. 
(188) D. 48, 4, 1, 1: Maiestatis autem crimen illud est, quod adversus populum Romanum, vel 
adversus securitatem eius committitur ... 
(189) D. 48, 8, 1: Lege Cornelia de sicariis et veneficis tenetur qui hominem occiderit ... 
(190) DECLAREUIL, Du compromis ... , op. cit, p. 68. 
(191) J. DAZA, Iniciación ... , op. cit., p. 252. 
(192) Acción popular penal que se ejercitaba contra aquel que alterara con dolo malo el 
Edicto expuesto al público. 
(193) D. E, 1, 7. 
(194) DECLAREUIL, Du compromis ... , op cit. p. 69. 
(195)D. 4, 8, 32, 7. 
(196) PLINIO, Ep. adTraj., X, 77. 
(197) c. 3, 3, 2. 
(198) DECLAREUIL, Du compromis ... , op. cit, p. 70. 
(199) C. 2, 47, 3. 
(200) D. 4, 1, 3. 
(201) D. 4, 8, 32, 7: De liberali causa compromisso Jacto recte non compelletur arbiter sen-
tentiam dicere, quiafavor libertatis est, ut maiores iudices habere debeat ... et exfidei-
commissi causa libertas deberi dicatur. 
(202) D. 4, 8, 32, 7. 
(203) DECLAREUIL, Du compromis ... , op. cit, p. 72. 
(204) Cfr. E. GÓMEZ ROYO, Los Basílicas: Origen, Estructura y Valor de la Compilación, 
en "Estudios S. Romeu Alfaro", Univ. Valencia, 1989, p. 451 y ss. 
(205) D. 4, 8, 32, 7. 
(206) D. 4, 8, 3. 
(207) DECLAREUIL, Du compromis ... , op cit., p. 74: "11 se peut, a la rigueur, que l'actio tute-
lae, qui fut a !'origine une actio de délit, ait conservé dans la suite, avec le caractere 
infamant, celui de ne pouvoir faire l'objet d'un compromis. Mais il est bien difficil d'a-
rriver a une certitude sur cette question, qui, du reste, n'a grand intéret". 
(208) D. 11, 5, 2, l. 
(209) D. 4, 8, 21, 6. Cfr. G. BUIGES, La solución amistosa de los conflictos en Derecho 
Romano: El arbiter ex compromisso, Madrid, 1990, pp. 213 y 214. 
(210) D. 4, 8, 46. 
98 
(211) GLOECK, Commentario alfe Pandette, IV, Milán, 1890, p. 270 ss., solamente contem-
pla este significado en la expresión compromisswn plenwn. 
LA PIRA, op. cit., p. 213 señala una incoherencia entre la primera y la segunda parte 
del mismo, opinando que la segunda parte está interpolada. El autor distingue entre este 
tipo de compromissum y el compromissum de pluribus rebus de D. 4, 9, 21 pr. y D. 4,8,19, 
l. 
(212) D. 4, 8, 31. BESELER. Miszellem, en SZ, 45. p. 59 considera que este texto está inter-
polado. En este supuesto, aunque el primer párrafo pueda considerarse clásico, el segun-
do (et ideo ... ) estaría interpolado, entonces desaparecería la expresión compromissum 
plenum. 
(213) D. 4, 8, 11, 2. 
(214) G. BUIGES, La solución amistosa de los conflictos en Derecho Romano: El arbiter ex 
compromisso, op. cit., p. 215. 
(215) G. LA PIRA, Compromissum ... , op. cit., p. 197. 
(216) D. 4, 8, 32, 15. 
(217) D. 4, 8, 32, 21: Arbiter nihil extra compromissumfacere potest, et ideo necessarium est, 
adiici de die compromissi proferenda; ceterum impune iubenti non parebitur. 
(218) WLASSAK, Die klassische Prozessformel, "Akad. der Wis. in Wien ... ", BOE B, 1924, 
p. 151. 
(219) D. 4, 8, 1, 19. 
(220) D. 4, 8, 17, 8. 
(221) D. 4, 8, 21, 6. 
(222) D. 4, 8, 43. 
(223) CICERÓN, Pro Roscio, com. 38. 
(224) CICERÓN, ProRoscio, com. 38. 
(225) D. 4, 8, 14. 
(226) D. 4, 8, 25, pr. l. 
(227) D. 4, 8, 32, 21. 
(228) D. 4, 8, 32, 11. 
(229) D. 4, 3, 33. 
(230) D. 4, 8, 25, pr. l. TALAMANCA, L'arbitrato romano dai "vete res" a Giustiniano, 
Labeo, 1974, p. 83 ss., polemiza con ZIEGLER (Das prívate Schiedsgericht im Antiken 
Romischen Recht, Munich, 1971, p. 37 ss) respecto a la opinión manifestada por éste, 
según la cual los adpromissores del primum compromissum no se consideran tales res-
pecto del sequens. Para Talamanca, el punto débil de la argumentación es la expresa 
determinación que hace Ziegler de la necesidad de una aceptación de la prórroga por las 
partes. 
(231) D. 4, 8, 21, 10. 
(232) D. 4, 8, 21, 10 in fine y 11. 
(233) P. Lond. 992 (año 507). 
(234) D. 45, 1, 1: Stipulatio non potest confici, nisi utroque loquente; et ideo neque mutus, 
neque surdus, neque infans stipulationem contrahere possunt, nec absens quidem, quo-
niam ex audire invicem debent. Cfr. DECLAREUIL, Du compromis ... , op. cit., p. 76 ss. 
(235) D. 27, 10, 1: Lege duodecim tabularum prodigo interdicitur bonorum administratio; 
quod moribus quidem ab initio introductwn est. 
(236) D. 27, 10, 1: ... si tale m hominem invenerint, qui neque tempus, neque fine m expensarum 
habet, sed bona sua dilacerando et dissipando profundit, curatorem ei dare exemplo 
furiosi. 
99 
(237) GAYO,/. l. 145 afirma que las vestales estaban libres de tutela ob honorem sacerdocii. 
Hay que tener en cuenta que las vestales no eran sui iuris porque estaban sometidas a la 
potestas del pontifex maximus. 
(238) GAYO,/. 1, 190. 
(239) GAYO,/. 1, 154. 
(240) D, 16, 1, l. 
(241) D. 4, 8, 35. 
(242) D. 44, 7, 43: ... Pupillus sine tutoris auctoritate non obligatur iure civile. 
(243) D. 44, 7, 10: ... Naturales obligationes non e o solo aestimantur, si actio aliqua earum 
nomine competit, verum etiam eo, si sol uta pecunia repetí non possit. 
(244) D. 4, 8, 47. 
(245) D. 44, 7, 43. 
(246) D. 4, 8, 32, 8. TALAMANCA, op. cit., 131. 
(247) D. 15, 1, 3, 8. 
(248) D. 4, 8, l. 
(249) D. 15, 1, 3, 10. 
(250) D. 26, 7, 2: Si tutor condemnavit, sivi ipse condemnatus est, pupillo et in pupillum 
potius actio iudicati datur ... 
(251) D. 26, 7, 35: A tutoribus el curatoribus pupillorum eadem diligentia exigenda est, circa 
administrationem rerum pupillarum, quam pater familias re bus suis ex bona Ji de prae-
bere debet. 
(252)D. 4, 8, 17. 
(253) /. 4, 1 O, pr. 
(254) La fecha exacta de esta ley es desconocida, si bien Huvelin la sitúa en el s. Id. C. 
(255) GAYO,/, 4, 9, 97. 
(256) Traspaso que realizaba el propio magistrado, mediante las llamadas fórmulas con tras-
posición de personas. 
(257) D. 4, 8, 39. 
(258) D. 4, 8, 27, 4: Si quis liligatorum disfuerit, quia per eumfactum est, quo minus arbitre-
tur, poena committetur. 
(259) DECLAREUIL, Du compromis ... , op. cit p. 125. 
(260) D. 4, 8, 27, 5: ... coram pupillo non videri sententiam dictam, nisi tutor praesens fuit. 
(261) D. 4, 8, 49: sed et interpellatur, quo minus sententiam dicat, quia nihil coram furioso 
fieri intelligitur. Quodsi furiosus curatorem habet, vel habuerit adhuc litigio pendente, 
potest praesente curatore sententia dici. 
(262) D. 4, 7, 28. pr. 
(263) D. 4, 8, 40. 
(264) D. 4, 8, 21. 
(265) D. 4, 8, 40. 
(266) D. 4. 8. 21. 9. 
(267) D. 4, 8, 23. l. 
(268) DECLAREUIL, Du compromis ...• op. cit., p. 128. 
(269) D. 4, 8, 21, 9. 
(270) D. 4, 8, 23, pr. 2. 
(271) D. 4, 8, 27, 6. 
(272) D. 4, 8, 30. 
(273) D. 5, 1, 30. 
100 
(274) C. Gr./, 10, 5. 
(275) /. 4, 12, 2. 
(276) D. 4, 8, 27, 2. 
(277) D. 4, 8, 23. 
(278) D. 4, 8, 38. 
(279) D. 4. 8. 23. 3. 
(280) D. 4, 8, 24. 
(281) DECLAREUIL, Du compromis ... , op. cit, p. 135. 
(282) D. 4, 8, 27, 1. 
(283) D. 4, 8, 21, 12. 
(284) D. 4, 8, 23. 
(285) D. 4, 8, 23, l. 
(286) D. 4, 8, 27, l. 
(287) D. 4, 8, 29 y 34. 
(288) PAUL. SENTENTIAE, 5, 5l, 1; 2. 55, de rec. 1: ... nec iudicati actio inde praestari 
potest... 
(289) PAUL. SENTENTIAE, 5. 5l. l. 
(290) F. BONIFACIO, voz Compromesso, Nov. Dig. p. 784. Los textos a que se retiere el 
autor son D. 4, 8, 13, 1 y C. 2, 55, 5 pr. 
(291) G. ROTONDI, L'exceptio veluti pacti ex compromisso, en "Scritti Giuridici", 1, p. 284 
ss. Cfr. el epígrafe 2.5 de este capítulo donde henos tratado ampliamente de la exceptio 
pacti ex compromisso. 
(292) D. 4, 8, 2. 
(293) C. 2, 55, 5 pr. 
(294) G. ROTONDI, L'exceptio veluti pacti ex compromisso, op. cit., p. 284 ss. 
(295) Cfr. el epígrafe 4. 3. 3: La decisión del árbitro. Problemas que plantea. 
(296) D. 4, 8, 32, 14. 
(297) c. 2, 3. 
(298) D. 4, 8, 32, 14. 
(299) D. 4, 8, 32, 14. 
(300) C. 2, 5, l. 
(301) DECLAREUIL, op. cit., p. 141. 
(302) D. 4, 8, 32, 3. 
(303) M. TALAMANCA, Richerche ... , op. cit., p. 74. 
(304) D. 4, 8, 13 pr. 
(305) M. TALAMANCA, Richerche ... , op. cit., p. 76. 
(306) D. 4, 8, 34, l. 
(307) D. 4, 8, 30. 
(308) Cfr. ROTONDI, Exceptio pacti ... , op. cit., p. 293, n. l. 
(309) D. 45, 1, 134, 3; Cfr. TALAMANCA; Ricerche ... , op. cit., p. 78; el autor disiente de 
Riccobono, que consideraba la primera parte de este pasaje interpolada. Según él, en el 
párrafo primero se establece que los acuerdos que tuvieron lugar en el período previo a 
la stipulatio deben entenderse incluidos en ella. En el párrafo tercero, en cambio, se 
plantea un problema diferente, a saber, si la única stipulatio, sometida a una serie de 
acuerdos, debe entenderse como uno solo o como varios negocios. Este problema, por 
otra parte, está tratado en una serie de pasajes en que aparece clara la capacidad de la 
Jurisprudencia romana para entender una pluralidad de negocios, cuando ello corres-
101 
ponda a la intención práctica de las partes (véase en tal sentido D. 45, 1, 1, 5; 45, 1, 1, 29 pr. y 
otros pasajes). Probablemente, la misma cuestión se planteaba para la stipulatio poenae que 
desempeñaba la misión de garantía para las múltiples pretensiones asumidas por las partes con el 
compromiso. Y es evidente que si, bajo este aspecto, se hubiera reconocido la possibilita di un'ite-
razione della "comissio poenae", non si sarebbe potuti arrivare alla conclusione che il compro-
messo dovesse considerarsi estinto (ib. p. 79). 
(310)D. 4, 8, 27, 1. 
(311) D. 4, 8, 49, 2. 
(312) M. T ALAMANCA, Ricerche ... , op. cit., p. 89. 
(313) R. KNÜTEL, StipulatioPoenae, Koln-Wien, 1976, p. 148 ss. 
(314) D. 4, 8, 21, 12. 
(315) D. 4, 8, 40. 
102 
